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Capítulo 2

Lealtades impuestas, obediencia 
ciega: en las profundidades de 
campos de batalla ficticios

Es un error terrible el de aquellos países que han 
tratado de olvidar su historia, su pasado, porque 
cuando eso sucede, y la gente simplemente sigue 
adelante con su vida, es cuando la venganza y el 

odio aparecen. 

Baltasar Garzón 

Ante la ausencia de investigaciones de carácter global y transver-
sal alrededor de los falsos positivos y de la no voluntad para 

que se conozca toda la verdad, se pretende determinar si las ejecu-
ciones extrajudiciales del período 2002–2010 son producto de la 
actividad criminal de militares que obraron como “ruedas sueltas” 
o son producto de órdenes de mandos superiores, emitidas con an-
terioridad a la comisión de los hechos. Para ello se recurre al tra-
bajo judicial realizado por autoridades colombianas y a la revisión 
de informes periodísticos producto de declaraciones de victimarios, 
víctimas y personas que rodearon los acontecimientos.

Historias de vida, autobiografías, conversaciones formales e in-
formales, registros, documentos, informes, declaraciones, grabacio-
nes, estudios y documentales de organizaciones de derechos humanos 
sobre las ejecuciones extrajudiciales, entre otros, fueron revisados 
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con el propósito de recuperar la memoria, visibilizar el problema y 
reconstruir un segmento del presente conflictivo colombiano.

 El desconocimiento de datos reales alrededor de las ejecuciones 
extrajudiciales obstaculiza la recuperación de la memoria, incidiendo 
en la reconstrucción de hechos críticos, en un presente conflictivo, 
y frenando el desarrollo de estrategias efectivas que conlleven, tan-
to a la intervención como a la erradicación de la problemática. La  
ignorancia acerca del número total de eventos y de asesinados de los 
mal denominados falsos positivos, 32 años después de presentarse el 
primer caso,1 responde a aspectos tácticos militares y de poder, así 
como a aspectos ideológicos. Esto ha generado que la tasa corriente 
de impunidad de los asesinatos atribuidos a las fuerzas de seguri-
dad del Estado sea del 98.5% (Centro de Investigación y Educación 
Popular, cinep, 2011, p. 7). La estrategia militar de categorizar los 
crímenes de los militares bajo el concepto de falso positivo, es dar-
le apariencia de legalidad al mismo acto ilícito “vendiéndole” tan-
to a la justicia como a la población, la idea que las víctimas, al ser 
terroristas o criminales, fueron abatidas al momento de enfrentarse 
con armas de fuego a los militares, circunstancia que le permite al 
ente castrense presentar los asesinados como “muertos en comba-
te”. Sobre este aspecto el cinep concluye: 

En el falso positivo, la estrategia busca también poder saltar-

se las barreras legales de la guerra, pero ya no construyendo un 

actor que evite poner en cuestión la legitimidad del Estado, sino 

dándole apariencia de legalidad al mismo acto ilícito, haciendo 

creer que las víctimas murieron “en combate” (en acciones de le-

gítima defensa) y que, por lo tanto, era legítimo y legal quitarles 

la vida (2011, p. 10).

1	 Según el Centro de Investigación y Educación Popular, Cinep, el primer regis-
tro de falsos positivos data de 1984 cuando la patrulla de infantería No. 22 del 
batallón Ayacucho del Ejército Nacional con jurisdicción en Jardín, Antioquia; 
torturó y asesinó al joven Luis Fernando Lalinde. Se puede ampliar la infor-
mación en: “‘Falsos positivos’ 23 años de horror”. Revista Semana, 21 de no-
viembre de 2011.



51

Lealtades impuestas, obediencia ciega

El miedo, el silencio, las amenazas, la lealtad, la obediencia ciega, 
los códigos de silencio, el cumplimiento de órdenes, la presión, las 
recompensas y la complicidad de funcionarios judiciales con los 
miembros de la Fuerza Pública imputados, son obstáculos y trabas 
que imposibilitan al sistema judicial colombiano esclarecer los crí-
menes; negándole así a la sociedad colombiana la posibilidad de la 
construcción de mecanismos de superación del pasado y del pre-
sente conflictivo para la no repetición, la reconciliación y la paz. 

La postura oficial, las denuncias de las víctimas y el trabajo de 
organizaciones de derechos humanos alrededor de las ejecuciones 
extrajudiciales fueron el preámbulo para desarrollar un estudio 
cualitativo alrededor de una perspectiva naturalista. Para ello, el 
colectivo de investigación penetró en la profundidad de las lógicas 
de sus actores interpretando el mundo interior de víctimas y victi-
marios, con el propósito de visibilizar el fenómeno y contribuyendo 
en la construcción de la memoria para que el Estado y la sociedad 
reconozcan, dignifiquen y repararen a las víctimas generadas por 
los falsos positivos. Se intentó recuperar, como lo define González 
Monteagudo (2012), la verdad de lo sucedido sembrando las ba-
ses de la reconciliación y, en algunos casos, del difícil perdón o del 
imposible olvido, así como llamar la atención para que se realicen 
transformaciones estructurales reales que imposibiliten, de una vez 
por todas, que esta clase de eventos continúen realizándose en el inte-
rior de las Fuerzas Armadas. En este sentido, el Centro Internacional 
para la Promoción de los Derechos Humanos sustenta: 

En definitiva, verdad, justicia y reparación son el trípode sobre el 

que debe basarse una sociedad democrática para consolidarse como 

tal, no solo en los casos en los que se hayan sufrido los rigores de 

la represión o de la violación masiva de derechos humanos, sino 

como reconocimiento del carácter de victima universal que frente 

a este tipo de crímenes todos tenemos, y conseguir así las garan-

tías reales de no repetición (Garzón, 2015, p. XXXI). 
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El trabajo de investigación judicial frente a los falsos positivos ha 
arrojado un alto volumen de información producto de las declara-
ciones de victimarios, víctimas y personas que rodearon los acon-
tecimientos, permitiendo desentrañar principios, preceptos e ideas 
conducentes a revelar valores y circunstancias que motivaron el 
desarrollo de los eventos. Sin la necesidad de esperar largos años 
para que la justicia condene a los victimarios y permita acceder a 
los expedientes, los medios de comunicación han jugado un papel 
relevante abordando la información en la medida que se va regis-
trando. La historia oral de protagonistas e informantes, a pesar de 
la inevitable dimensión política que esto representa como propug-
na González Monteagudo, se consolida como alternativa de me-
moria para abordar la violencia y los conflictos sociales. Frente al 
recuerdo, el Director del Centro Nacional de Memoria Histórica, 
Gonzalo Sánchez, en el informe ¡Basta ya! Colombia: Memorias de 
guerra y dignidad, sustenta que la memoria es una expresión de re-
beldía para enfrentar la violencia y la impunidad, la que se ha con-
vertido en un instrumento para asumir o confrontar el conflicto, o 
para ventilarlo en la escena pública (2013, p. 13). 

Los casos conocidos de ejecuciones extrajudiciales, llevados a 
cabo por integrantes de las Fuerzas Armadas con una alta inten-
sidad durante la primera década de los años dos mil,2 ante la pre-
sión del gobierno por resultados en la lucha contra la subversión, 
lentamente han llegado a la esfera pública gracias a las denuncias 
nacionales e internacionales presentadas por víctimas, abogados y 
organizaciones de derechos humanos. Aunque las investigaciones 
adelantadas por la Fiscalía, frente al número de casos, han permitido 

2	 De acuerdo al observatorio de derechos humanos y derecho humanitario, 
Coordinación Colombia-Europa-Estados Unidos, “Ejecuciones extrajudicia-
les en Colombia 2002-2010. Crímenes de lesa humanidad bajo el mandato de 
la política de defensa y seguridad democrática” durante el período 1994-2001 
se presentaron 739 casos de ejecuciones extrajudiciales por parte de integran-
tes de las fuerzas armadas colombianas, mientras que el período 2002-2010 se 
registraron 3512, observándose un incremento en el último período del 422%.
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la condena de un mínimo de militares3, en todos los grados, excepto 
generales4; las ejecuciones tan sólo se han contemplado como pro-
ducto de “ruedas sueltas” o “manzanas podridas”. El manejo dado 
por el Estado a los asesinatos de no combatientes se ha limitado, 
de una parte, a desconocer la gravedad del fenómeno y opacarlo; 
y de otra, a presentar las víctimas como delincuentes o terroristas, 
factor que además de impedir una justicia reparadora ha direccio-
nado y condicionado el debate público y académico. 

Para víctimas y abogados las destituciones de generales y coro-
neles por los casos de ejecuciones extrajudiciales, simplemente han 
sido un mero gesto administrativo coyuntural sin que exista un real 
arrepentimiento y la voluntad expresa para la no repetición, máximo 
cuando el gobierno en procedimientos ante la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos ha negado que las Fuerzas Armadas hayan 
participado en atrocidades por las cuales, en la justicia nacional, ya 
han sido condenados varios militares (Human Rights Watch, ene-
ro 2014). A ello se le suma que el Ministerio de Defensa sostenga 
que los “errores militares” u homicidios no intencionales de civiles 
en el contexto de combate son “ilegales pero legítimos” (Naciones 
Unidas, Asamblea general, 2013). Sin ningún tipo de tapujo el gene-
ral del Ejército Oscar González Peña, ex comandante de unidades 
militares en Antioquia, departamento que registra el mayor número 
de ejecuciones extrajudiciales, declaró “Las denuncias son directa-
mente proporcionales al éxito de las unidades. Es la forma que tienen 

3	 “La gran mayoría de los 785 miembros del Ejército condenados son soldados 
de bajo rango y suboficiales. Algunos militares condenados han gozado de pri-
vilegios extravagantes en los centros de detención militares”. Ver en: Human 
Rights Watch, enero 2015. 

4	 De los 16 generales del ejército, retirados y activos que se encuentran siendo 
investigados por ejecuciones extrajudiciales, tan sólo en el mes de marzo de 
2016 la Fiscalía General de la Nación comunicó que formularía cargos contra 
el ex comandante del Ejército Nacional Mario Montoya por promover la po-
lítica de los denominados falsos positivos, además de cobijar con medida de 
aseguramiento al general William Torres Escalante. Ver en: “El rol de los altos 
mandos en falsos positivos”, Human Rights Watch, 2015; Noticias Caracol, 
emisión del 28 de marzo de 2016. 
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algunos simpatizantes de la subversión de parar las operaciones” 
(cceeu, 2012, p. 44). Para el Ejército existe una guerra jurídica con-
tra la Fuerza Pública valiéndose de testimonios de personas afines a 
los grupos generadores de violencia, con el propósito de presentar 
un marco jurídico propicio para las organizaciones de derechos hu-
manos y abogados que representan las víctimas quienes, a su vez, 
pretenden infiltrar los procesos judiciales y disciplinarios que se ade-
lantan contra militares y policías en aras de proteger a la subversión 
y atacar a la Fuerza Pública:

A partir de esta premisa, que plantea, la infiltración de un proceso 

judicial, la legitimidad de cualquier testigo que declare contra las 

Fuerza Pública es puesta en tela de juicio. El concepto de “guerra 

jurídica” es utilizado para atacar particularmente las organizacio-

nes de derechos humanos bajo la acusación que se trata del brazo 

jurídico de los grupos subversivos. La noción de “guerra jurídica” 

ha llevado también a la creación del concepto de “guerra judicial”, 

definida como la fabricación de “falsos cargos y sindicaciones con-

tra miembros de las Fuerza Pública [...] Se trata de atacar a los 

militares por la vía jurisdiccional con el fin de desmovilizarlos, 

lograr su destitución o por lo menos ‘inmovilizarlos’ por un buen 

tiempo (cceeu, 2012, p. 44). 

Abiertamente “el Ministro de Defensa y altos mandos militares han 
realizado acciones tendientes a desacreditar las investigaciones sobre 
falsos positivos. En septiembre del 2015, luego de que los medios 
informaran que fiscales habían solicitado que se iniciaran investi-
gaciones sobre nueve generales y ex generales del Ejército por su 
presunta responsabilidad por casos de falsos positivos, el ministro 
de defensa indicó que se le estaba asignando un “exceso de aten-
ción” al testimonio en el cual los fiscales basaron sus solicitudes” 
(Human Rights Watch, 2015). Anteriormente, el 14 de noviembre 
de 2014, el ministro de Defensa Nacional Juan Carlos Pinzón, ante 
el Congreso de la República, aseguraba enérgicamente que no ha-
bía un sólo general investigado por los falsos positivos y en defensa 
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de ellos concluía: “Toda investigación se volvió un hecho de culpa-
bilidad, entonces afirman que bajo el comando de […] se hizo tal 
cosa. No hay derecho. Tengo dolor de patria. Tengo dolor de patria. 
No es justo, no es justo que digan eso de oficiales intachables”, no 
obstante, cinco meses después, el Fiscal Luis Eduardo Montealegre 
confirmaba por primera vez que sí había investigaciones contra va-
rios altos generales en actividad y en retiro (Noticias Capital, 2015).

El Estado colombiano, en lugar de promover acciones concre-
tas para eliminar de raíz actuaciones donde los militares ven como 
enemigos de la democracia a defensores de derechos humanos, 
sindicalistas, estudiantes, activistas, simpatizantes de la izquierda 
y líderes sociales, y también a pobladores provenientes de estratos 
socioeconómicos bajos,5 como los asesinados durante los falsos po-
sitivos, viene promoviendo reformas que favorecen la impunidad. 
Durante los años 2013 y 2014 el ministro de Defensa “presentó tres 
proyectos legislativos al Congreso que posibilitarían que casos de 
falsos positivos sean sustraídos de la actuación de los fiscales de 
la justicia ordinaria y remitidos al sistema de justicia penal militar, 
que tradicionalmente no ha conseguido que los responsables rindan 
cuentas por sus crímenes” (Human Rights Watch, 2015). Además de 
esto, existen evidencias sobre la asesoría de jueces militares a sol-
dados comprometidos en los falsos positivos para que evadieran 
la acción de la justicia.6 La forma como el Estado ha abordado las 
5.700 ejecuciones extrajudiciales —según cifra de la Coordinación 
Colombia-Europa-Estados Unidos— faculta a integrantes de las 

5	 En conversación con un militar participante en las ejecuciones extrajudiciales 
éste manifestaba encontrarse totalmente convencido de que al igual que los 
estudiantes —en especial de las universidades públicas—, los activistas, los 
sindicalistas y los defensores de los derechos humanos, las personas de bajos 
estratos socioeconómicos eran resentidos sociales que en el momento menos 
esperado llegaban a expresar sus odios contra las fuerzas militares, de ahí que 
fueran sus enemigos (Datos del entrevistado en reserva).

6	 Personal militar, tanto activos como retirados, como se referenciará más ade-
lante, han señalado cómo jueces de la justicia penal militar una vez realizaba 
la tropa las ejecuciones extrajudiciales asesoraban a los involucrados antes de 
que éstos rindieran declaraciones judiciales.



Ejecuciones extrajudiciales en Colombia, 2002-2010

56

Fuerzas Armadas para que continúen desarrollando estrategias 
militares violando la constitución nacional, los derechos humanos 
y el derecho internacional humanitario. De ahí se desprende que, 
después del evento de los jóvenes de Soacha, todavía el país conoce 
casos de falsos positivos. Cuatro años después de conocerse la es-
trategia de los falsos positivos, registrados dentro del presente con-
flicto, el informe de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas 
para los Derechos Humanos de febrero del 2012 llama la atención 
al gobierno colombiano en el sentido de advertir que las ejecucio-
nes extrajudiciales no se han erradicado totalmente, puntualizan-
do casos en donde el ejército presenta “bajas en combate”, siendo 
éstas calificadas posteriormente como “errores militares” (Semana, 
febrero de 2012). No es en vano que en un informe de noviembre 
de 2012, la Corte Penal Internacional afirmara que había “bases ra-
zonables” para creer que estos crímenes correspondían a una polí-
tica estatal, conocida desde hace años por altos mandos militares 
y “maquillada” o “tolerada” por los niveles superiores del Estado 
(El País, 26 de marzo de 2014). 

Tanto la problemática como el tratamiento únicamente ha gene-
rado que el Estado y la clase política centren el debate alrededor de:

•	 Discursos para que las denuncias de ejecuciones extrajudi-
ciales sean tomadas como falsas denuncias.

•	 Promoción de proyectos legislativos para limitar el juzga-
miento de asesinatos de civiles perpetradas por militares.

•	 Ampliación del fuero militar. 

•	 Incremento de las funciones de policía judicial para todos 
los integrantes de las Fuerzas Armadas. 

•	 Traslado de la jurisdicción ordinaria a la penal militar de las 
investigaciones de ejecuciones extrajudiciales,7 y viceversa.

7	 El diario el Espectador el 12 de abril del 2014 publicó el artículo “48 casos que 
alarman a la onu” refiriéndose al informe de la Alta Comisionada de Derechos 
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•	 Realización de acciones ministeriales y de altos mandos mili-
tares, tendientes a desacreditar las investigaciones judiciales.

•	 Puntualización de casos reconociéndolos simplemente como 
errores militares.

•	 Exigencia de mayores recursos para el aparato militar y 
policial. 

•	 Implementación de un sistema de incentivos para que los 
integrantes de las Fuerzas Armadas no transgredan los de-
rechos humanos.

•	 Asignación de roles policiales a los militares y de funciones 
militares a los integrantes del ente policial. 

•	 Reforma al Código Penal Militar.

•	 Implementación de un sistema de seguridad ciudadana cada 
vez más militarista.

•	 Gritos y llamado de apoyo para que la sociedad rodee y 
acompañe, ciegamente, el actuar de las Fuerzas Armadas.

•	 Intentos de reestructuración de las instituciones militares 
en sus organigramas. 

A lo anterior se suma que, aprovechando la coyuntura del proceso 
de paz con las Fuerzas Armada Revolucionas, farc-ep, los oposito-
res del actual gobierno representados mayoritariamente por el par-
tido político Centro Democrático vienen presionando para que los 
militares comprometidos en los falsos positivos no sean juzgados 
en los mismos tribunales donde se juzgaran a los alzados en armas. 

Humanos de las Naciones Unidas en Colombia en el que concluyen que 48 
expedientes que enredan a los militares en homicidios en 2013 pasaron de la 
justicia ordinaria a la penal militar, a pesar que el gobierno había asegurado 
que esto no ocurriría.
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Esta posición, de acuerdo a las víctimas y sus abogados, simplemen-
te responde al hecho de que no se quiere que el país conozca toda 
la verdad frente a las ejecuciones extrajudiciales cometidas durante 
el presente conflictivo colombiano.8

Las ejecuciones extrajudiciales 
en el período de la política de 

seguridad democrática
Como resultado de la política de seguridad democrática, la cual es-
tablecía que la Fuerza Pública retomara el control territorial del país 
llevando la presencia de la policía a todas las cabeceras municipa-
les, la percepción de seguridad comenzó a sentirse en el colectivo 
social. Las Fuerzas Armadas hicieron presencia en las principales 
carreteras garantizando la movilidad terrestre y evitando la manio-
bra subversiva llamada “pescas milagrosas”, que consistía en se-
cuestrar y cobrar vacunas a las personas al momento de trasladarse 
de una ciudad a otra. La presión de militares y policías disminuyó 
la capacidad ofensiva de las guerrillas, obligándolas a desplazarse 
a zonas rurales estratégicas. Sobre ello el relator especial sobre eje-
cuciones extrajudiciales Philip Alston afirmó:

Como la seguridad en Colombia comenzó a mejorarse desde 2002 

y las guerrillas se retiraron de las zonas pobladas, algunas unida-

des militares vieron que era más difícil combatirlas. En tales áreas, 

algunas unidades fueron motivadas para falsificar muertes en com-

bate. En otras áreas las guerrillas fueron percibidas por los solda-

dos como especialmente peligrosas y los soldados fueron reacios 

a enfrentarlas. Era más fácil matar civiles. E incluso en otras áreas 

8	 El 9 de octubre de 2016 los militares privados de la libertad comunicaron a la 
opinión pública su total aprobación al acuerdo de paz entre el gobierno y las 
farc–ep.
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donde hay vínculos estrechos entre militares, narcotraficantes y 

otros grupos criminales organizados, las unidades militares locales 

no quieren combatir a los grupos ilegales que cooperan con ellos, 

sino que matan civiles presentándolos falsamente como miembros 

de esos grupos, procurando así que las unidades militares aparez-

can como activas. Dentro de este marco cultural le ha sido muy 

difícil a los soldados oponerse a esos abusos. Algunos que se han 

pronunciado se han visto forzados a pedir traslado por su propia 

seguridad (cinep, 2011, p. 7). 

Con el propósito de consolidar la política de seguridad democrá-
tica, y posicionarla entre la población, desde la Presidencia de la 
República y el Ministerio de Defensa Nacional se le exigía resul-
tados concretos a las Fuerzas Armadas, generando en la tropa una 
fuerte obsesión por mostrar resultados militares y de policía, máxi-
mo al saber que tendrían beneficios económicos y otros incentivos. 
Frente a la exigencia de resultados el Observatorio de Derechos 
Humanos y Derecho Humanitario de la Coordinación Colombia–
Europa–Estados Unidos (cceeu) concretó: 

Con la obsesión de mostrar resultados militares contra la insurgen-

cia, se generaron prácticas masivas y sistemáticas de violaciones a 

los derechos humanos, asociadas a la prioridad gubernamental de 

llevar a cabo un proyecto contrainsurgente y de solución al largo 

conflicto armado exclusivamente por la vía militar y apelando a 

una militarización intensa de la sociedad y del Estado y al desa-

rrollo de políticas autoritarias de seguridad que generaron viola-

ciones masivas a los derechos a la vida, la libertad y la seguridad 

individual de millones de colombianos, incluyendo más de 2,4 mi-

llones de personas que fueron desplazadas violentamente de sus 

lugares de vivienda o trabajo (cceeu, 2012, p. 15).

La cceeu puntualizó que la política de seguridad democrática se fun-
dó en una militarización extrema de la sociedad, buscando vincularla 
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masivamente a la guerra, de ahí el fortalecimiento de las redes de 
cooperantes de las Fuerzas Armadas durante el periodo 2002-2010. 
De igual manera la política 

Propició mecanismos institucionales en el marco de los cuales se 

presentaron miles de casos de detenciones arbitrarias, judiciali-

zaciones sin fundamento, desplazamiento forzado de millones de 

personas, despojos masivos de tierras, actuaciones ilegales de los 

organismos de seguridad y de inteligencia en contra de oposito-

res políticos, defensores de derechos humanos, periodistas y ma-

gistrados de tribunales que investigaban estos crímenes, e incluso 

complicidad o favorecimiento a la expansión y control territo-

rial de organizaciones armadas paramilitares que también prac-

ticaron el terror armado contra amplios sectores de la población 

(cceeu, 2012, p. 7). 

Dentro del anterior contexto, el Observatorio de Derechos Humanos 
y Derecho Internacional Humanitario documentó la existencia de 
3.512 víctimas de la práctica de ejecuciones extrajudiciales por 
parte de integrantes activos de las Fuerzas Armadas (2012, p. 8).

Organizaciones de derechos humanos e investigadores han 
abordado el estudio de las ejecuciones extrajudiciales del perio-
do 2002–2010, entre los que se encuentra el trabajo de profeso-
res de la Universidad Externado de Colombia y de la Universidad 
de la Sabana titulado “La política de seguridad democrática y las 
ejecuciones extrajudiciales”, quienes sustentan su análisis con los 
datos del Centro de Investigaciones para la Educación Popular, a 
saber: 1.613 víctimas entre 1990 y 2009; en los de la Fiscalía General 
de la Nación que reporta 2.799 víctimas; y en los registros de la 
Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos de la 
Organización de las Naciones Unidas con 3.000 víctimas entre 2004 
y 2008 (Cárdenas y Villa, 2013). Por su parte, el informe “Colombia. 
La guerra se mide en litros de sangre”, coincide con Cárdenas y 
Villa al afirmar que, en el período 2002–2008, los casos de perso-
nas asesinadas por la Fuerza Pública presentados como muertes 
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en combate se convirtieron en un fenómeno sin precedentes con 
características específicas, patrones claros y un alto grado de or-
ganización (fidh, junio 2012). Este último estudio sustenta su aná-
lisis en los registros del Observatorio de Derechos Humanos de la 
Coordinación Colombia-Europa-Estados Unidos, concluyendo que 
3.345 ejecuciones extrajudiciales se llevaron a cabo por la Fuerza 
Pública entre los años 2002 y 2008 (cceeu, 2012). 

El manejo dado durante el período 2002-2010 frente a las ejecu-
ciones extrajudiciales se centró en presentar las denuncias de familia-
res de las víctimas como producto de la estrategia llevada a cabo por 
personas enemigas de la política de seguridad democrática (cceeu, 
2012, p. 7) y como consecuencia de la infiltración del narcotráfico 
y de la delincuencia común (Caracol Radio, 4 de octubre 2011), te-
sis sostén hasta el día de hoy. Se agrega a ésta, los argumentos de la 
defensa del Ejército Nacional en la que sustenta que las ong y abo-
gados de las víctimas tienen sesgos ideológicos producto de estar 
contratados por organizaciones internacionales para desprestigiar 
a las Fuerzas Armadas colombianas (cceeu, 2012, p. 9). Estos argu-
mentos, además de ser motor para la impunidad, ensombrecen la 
problemática, enlodan la acción de la justicia, deforman la verdad 
y crean zozobra en la sociedad desinformándola, generando que las 
historias de vida de las víctimas, de igual manera que el testimonio 
social, continúen en el anonimato avivando finalmente la cosmovi-
sión guerrerista que orienta a los victimarios. 

Así como se evidencia la ausencia de investigaciones de carácter 
global y transversal alrededor de los falsos positivos (fidh, 2012, 
p. 33), como se expresó en líneas anteriores, de igual manera los 
registros oficiales son inexactos frente al número de casos como 
al número de víctimas, evidencia de que no existe voluntad insti-
tucional para que se conozca toda la verdad, esa que surge en los 
estrados judiciales de manera fragmentada revelando casos desco-
nocidos e involucrando nuevos homicidas. El gobierno ejecutor de 
la política de seguridad democrática reconoció únicamente 22 casos 
de ejecuciones extrajudiciales, argumentando que todos los demás 
casos eran falsas acusaciones inventadas para intentar paralizar y 
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desprestigiar la Fuerza Pública (Oficina Internacional de Derechos 
Humanos Acción Colombia, 2010), de ahí que el presidente de la 
República, junto al Fiscal General de la Nación de la época, justifi-
caron el accionar de las Fuerzas Armadas afirmando ante los medios 
de comunicación que los jóvenes asesinados en campos de batalla: 
“No fueron a coger café”, insinuando con ello que se encontraban 
realizando actividades ilícitas (El Tiempo, 23 de marzo de 2009).

En la medida en que la Fiscalía indaga acerca del acto crimi-
nal, se evidencia la existencia de elementos que conducen a mirar 
el actuar de los soldados, no como “ruedas sueltas” sino como con-
secuencia de órdenes de mandos superiores emitidas con anterio-
ridad a la comisión de los hechos: “yo no podía mover un soldado 
a hacer una operación sin que el comandante de brigada me auto-
rizara”,9 declaró ante la Fiscalía un oficial comprometido con las 
ejecuciones extrajudiciales. Así la Coordinación Colombia-Europa-
Estados Unidos concreta: 

Bajo la cobertura de la Política de Seguridad Democrática, las eje-

cuciones extrajudiciales se convirtieron en una práctica vinculada 

con las orientaciones estatales de la lucha contra el terrorismo, 

que contaron con mecanismos institucionales, normativos y ad-

ministrativos tales como directivas para el pago de recompensas y 

estímulos para las unidades militares y de informantes implicadas 

en producir este tipo de resultados (cceeu, 2012, p. 7). 

Las acciones desarrolladas en las ejecuciones extrajudiciales son 
contempladas bajo el Derecho Internacional Humanitario el que 
proscribe y penaliza los homicidios de personas no combatientes, 

9	 Video de declaración jurada prestada por Robinson González del Río a la 
Fiscalía General de la Nación en el radicado No. 170016000030200800096, 31 
de julio de 2014; grabaciones de audio de declaraciones juradas prestadas por 
Robinson González del Río a la Fiscalía General de la Nación, junio de 2014 
(las grabaciones de audio no explicitan las fechas exactas de junio en que efec-
tuó las declaraciones).  Ver en: Human Rights Watch, junio 2015.
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o sea, de personas que no participan directamente en las hostilida-
des. Sobre el particular, la cceeu subraya: 

Están contempladas como crímenes de guerra de competencia de 

la Corte Penal Internacional en el artículo 8 de su Estatuto donde 

se establece que en casos de conflictos armados no internaciona-

les se consideran como crímenes de guerra “las violaciones graves 

del artículo 3 común a los cuatro convenios de Ginebra del 12 de 

agosto de 1949, a saber, cualquiera de los siguientes actos cometi-

dos contra personas que no participan directamente en las hostili-

dades […] i) los atentados contra la vida y la integridad corporal, 

especialmente el homicidio en todas sus formas, las mutilaciones, 

los tratos crueles y la tortura” (2012). 

Punto seguido agrega: 

Los crímenes de lesa humanidad están regulados en el artículo 7 

del Estatuto de Roma que consagra que “se entenderá por ‘crimen 

de lesa humanidad’ cualquiera de los actos siguientes cuando se 

cometa como parte de un ataque generalizado o sistemático contra 

la población civil y con conocimiento de dicho ataque: a) asesina-

to […] i) desaparición forzada de personas” (cceeu, 2012, p. 6).

A mediados del 2013, la Fiscalía General de la Nación reportó 4.716 
denuncias por homicidios presuntamente cometidos por agentes 
públicos, de los cuales 3.925 correspondían a falsos positivos co-
metidos durante el periodo 2002–2010, dando lugar a que en un 
nuevo pronunciamiento la Alta Comisionada para los Derechos 
Humanos expresara que las investigaciones sobre las ejecuciones 
extrajudiciales en Colombia habían sido escasas y lentas, toda vez 
que los militares vinculados a los crímenes continuaban en servicio 
activo, gozando, entre otros beneficios, de ascensos y reflejando una 
impunidad sistémica. De igual manera precisó que:
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[…] de todas las investigaciones de homicidios, solo hay procesos 

activos conocidos en un 30% de ellas. De los casos abiertos, la gran 

mayoría no han superado la fase preliminar de la investigación cri-

minal: más del 60% de las causas activas (unas 1.000) están en la 

fase de indagación preliminar (que precede a la fase de investiga-

ción formal); y para agosto de 2012 solo habían llegado a fase de 

juicio oral (juzgamiento) o estaban vistas para sentencia 294 causas. 

Dada la naturaleza de estos delitos cometidos por agentes estatales, 

a medida que pasa el tiempo es cada vez menor la capacidad de es-

tablecer la responsabilidad penal en estos casos y la impunidad se 

vuelve sistémica (Naciones Unidas, 7 de enero de 2013).

El informe anual del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para 
los Derechos Humanos del 23 de enero de 2015, en su apéndice, 
incorporó tres gráficas relacionando las muertes en combate repor-
tadas por las fuerzas militares y las investigaciones adelantadas por 
la Fiscalía General de la Nación por presuntas ejecuciones extra-
judiciales durante el periodo de seguridad democrática y el primer 
año siguiente a su terminación, como se aprecia a continuación.

Gráfico 1.	 Reporte oficial de muertos en combate fuerzas militares compara-
do con el número de víctimas por homicidio en investigaciones de 
la Fiscalía General de la Nación con presunto responsable miem-
bros del Ejército. Periodo 2002–2011

Total muertos en combate = 16.331

Total número de víctimas por homicidio en investigaciones de la Fiscalía General de la Nación 
con presunto responsable miembros del Ejército = 3.259
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El gráfico refleja que el Ministerio de Defensa Nacional reportó 16.331 
muertos en combate durante el periodo 2002–2011. De los muertos 
registrados en combate durante el periodo de la política de seguridad 
democrática (15.925), la Fiscalía General de la Nación, a esa fecha, 
adelantaba investigaciones por presuntas ejecuciones extrajudiciales 
por parte del Ejército de 3.207 víctimas, un 20.13% de los muertos 
presentados. Según Javier Giraldo Moreno, la expresión “muerto en 
combate” se ha convertido en tabla de salvación dentro de los pro-
cesos judiciales, ordinariamente bajo control de la justicia castrense, 
para los miembros de la Fuerza Pública que son compelidos a repor-
tar “resultados positivos” dentro de una política contrainsurgente del 
Estado, que en algunos gobiernos ha tenido prioridad absoluta (Ci-
nep, 2011, p. 6). 

Desde el momento en que la opinión pública conociera las eje-
cuciones extrajudiciales llevadas a cabo por militares en campos de 
batallas ficticios, por el caso de los jóvenes de Soacha en el año 2008, 
tanto el Ministerio de Defensa como la Presidencia de la República 
han sostenido que los denominados falsos positivos no se han vuel-
to a presentar en el país; los casos conocidos son señalados como 
errores militares. Con el propósito de buscar una respuesta sobre 
la disminución de las ejecuciones extrajudiciales, y partiendo de la 
información suministrada por la Fiscalía General de la Nación y el 
informe de la onu 2015, se elaboró la siguiente tabla en la cual se 
comparan las dos informaciones.

Cuadro 1.	 Relación reporte de muertos por las fuerzas militares en combate 
con muertos ejecuciones extrajudiciales investigados por la Fiscalía 
General de la Nación

Año
Muertos reportados en 

combate FFMM
Investigaciones Fiscalía por 
ejecuciones extrajudiciales

%

2002 1.775 167 9.40%

2003 2.113 220 10.41%

2004 2.282 346 15.16%

2005 2.067 349 16.88%

Continúa
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Año
Muertos reportados en 

combate FFMM
Investigaciones Fiscalía por 
ejecuciones extrajudiciales

%

2006 2.236 694 31.03%

2007 2.703 934 34.55%

2008 1.559 378 24.24%

2009 635 60 9.44%

2010 555 59 10.63%

2011 406 52 12.80%

Totales 16.331 3.259 19.95%

Fuente: elaboración propia con base en la información de OHCHR, diciembre de 2014

En la tabla se visualiza que al inicio del periodo de la seguridad de-
mocrática el 9.40% de las muertes en combate reportadas por los 
militares, están siendo investigadas por ejecuciones extrajudiciales, 
de igual manera, al término del periodo presidencial 2002–2010, el 
10.63% de las muertes reportadas corresponde a crímenes militares. 
A nivel porcentual, al comparar muertos en combate con ejecucio-
nes extrajudiciales, no existe una disminución de los denominados 
falsos positivos entre el primer año y el último año del gobierno de 
la seguridad democrático, sino un aumento del 1.23%.

Los tres primeros años de la reelección del promotor de la se-

guridad registran el mayor número de muertes señaladas por 

ejecuciones extrajudiciales en el periodo. Si bien es cierto que 

se presenta una fuerte disminución de casos de falsos positivos 

después de los años 2007 y 2008, es también cierto que en los 

años 2009 y 2010 las ejecuciones extrajudiciales, porcentual-

mente, registran un incremento.

Continuación
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En las profundidades de las 
ejecuciones extrajudiciales

Con la información que disponía y antes que se conociera la mag-
nitud del problema con el evento de los jóvenes de Soacha —primer 
caso conocido por la opinión pública de los denominados falsos 
positivos— el Centro de Investigación y Educación Popular obser-
vaba la existencia de indicios que reflejaban que éstos se llevaban a 
cabo en otros contextos geográficos del país. Sin embargo, el Cinep 
no era el único ente que llamaba la atención acerca de ejecuciones 
de no combatientes. Naciones Unidas ya le había expresado al go-
bierno su preocupación por la desaparición y la muerte de jóvenes 
pobladores en Montería, Medellín, y en municipios como Toluviejo, 
Sucre, y Remedios, Antioquia (Verdad Abierta, 29 de septiembre 
2008). A mediados del 2007,10 las Naciones Unidas en reunión con 
el ministro de Defensa de la época y el comandante de las Fuerzas 
Armadas, presentó el caso de un militar de la Brigada XIV quien 
manifestó haber abandonado las filas del Ejército por pertenecer a 
una “unidad casi secreta cuya función era conseguir muchachos de 
origen humilde, asesinarlos y hacerlos pasar como guerrilleros dados 
de baja en combate”. Después de una investigación administrativa 
y exhaustiva por parte del Ejército, el ente militar determinó que 
la versión del militar no era verdad (Semana, 11 de junio de 2011). 
A ello se suma el Informe de la Misión Internacional realizada en 
octubre de 2007, conformada por trece expertos —juristas, perio-
distas, antropólogos forenses y expertos en derechos humanos— de 
Alemania, España, Reino Unido, Francia y Estados Unidos quienes 

10	 No solamente existen evidencias anteriores al año 2007. El informe del año 
2005 de la Alta comisionada de la onu para los Derechos Humanos señaló el 
incremento de ejecuciones extrajudiciales por parte de soldados del Ejército. 
Ver en: Informe de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los 
Derechos Humanos sobre la situación de los derechos humanos en Colombia, 
E/CN.4/2006/9*, 16 de mayo de 2006. Disponible en: http://daccess-dds-ny.
un.org/doc/UNDOC/GEN/G06/106/36/PDF/G0610636.pdf?OpenElement, 
párr. 25. 
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verificaron la abrumadora cantidad de denuncias sobre ejecuciones 
extrajudiciales presentadas desde los comienzos del gobierno de la 
política de seguridad democrática y los factores de impunidad que 
rodeaban las investigaciones. El informe ahondó sobre pautas fre-
cuentes en la ejecución de los falsos positivos y los patrones comu-
nes para mantener los crímenes en condición de impunidad. Las 
preocupaciones, observaciones y conclusiones de la misión no lo-
graron incidir en el gobierno para la adopción de medidas tendien-
tes a erradicar dicha práctica (cceeu, 2012).

Los planteamientos del Cinep, además de buscar llamar la aten-
ción de la institucionalidad para visibilizar el fenómeno, recalcaba 
que para la época esa práctica militar ya se venía presentando en 
gran parte del territorio colombiano, comprometiendo a un centenar 
de unidades militares, tesis avalada por documentos diplomáticos, 
militares y de inteligencia desclasificados y publicados por National 
Security Archive de Washington D. C.11 los que evidencian las raíces 
de las ejecuciones extrajudiciales en los primeros años de la década 
de los años ochenta del siglo inmediatamente anterior. El ejército 
colombiano, en su lucha contra la subversión, ha recurrido a todo 
un conjunto de estrategias no convencionales como señalamientos 
a personas no combatientes, montajes, asesinatos de niños, jóvenes 
y adultos, y ha inflado las bajas causadas al enemigo, cuando las 
circunstancias lo ameritan, reflejando resultados contundentes en 
la lucha contra la insurgencia, body count (Semana, 7 de enero del 
2009). El Cinep definió las ejecuciones extrajudiciales como:

[…] casos reportados por unidades de la Fuerza Pública como 

resultados positivos en la acción contra grupos armados ilega-

les, y que son reportados en los informes oficiales como “muertes 

en combate” de actores insurgentes y otras acciones legítimas de 

11	 Declaración de Michael Evans, Director de “Colombia Documentation 
Projet”, The National Security Archive, Washington, 5 de mayo de 2009. 
Ver en: Documental Falsos Positivos. Simone Bruno, Dado Carrillo. Edición 
Roberto Di Tanna, Mediakite, Colombia, 2009. 
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guerra según el dih, pero que posteriormente debido a las denun-

cias de organizaciones sociales y defensores de Derechos Humanos, 

de víctimas directas de los hechos, de familiares de las víctimas 

y de fuentes de prensa del ámbito regional y nacional, se han de-

velado como acciones contra la población civil no combatiente 

(Cinep, 2009, p. 5). 

Sobre las muertes de personas y de éstas en combate, las Naciones 
Unidas expresan: 

En virtud del derecho internacional humanitario, ocasionar la 

muerte a una persona debe ser algo necesario desde el punto de 

vista militar, el uso de la fuerza debe ser proporcional a la venta-

ja militar concreta prevista y deben tomarse todas las precaucio-

nes posibles para minimizar el daño causado a los civiles. Si en el 

contexto del combate, hay un conflicto entre los diversos marcos, 

el derecho internacional humanitario es la lex specialis (Naciones 

Unidas, 7 de enero de 2013, p. 11).

El investigador argentino Gómez Cárdenas en su artículo “Terrorismo 
de Estado en Colombia, el caso de los falsos positivos”, al definir 
las ejecuciones extrajudiciales en Colombia puntualiza: 

Se denomina falsos positivos (ejecuciones extrajudiciales) a las 

operaciones militares que entregan como resultado bajas de su-

puestos guerrilleros o paramilitares muertos en combate. Falsos 

en la medida en que las bajas no son personas que hacen parte de 

algún grupo al margen de la ley sino campesinos, habitantes de la 

calle, trabajadores informales, entre otros. Y positivos ya que ésta 

es la terminología que utiliza las Fuerzas Armadas de Colombia 

para referirse a un éxito operacional (s.f.). 

No obstante, para el relator especial de la onu para las ejecucio-
nes extrajudiciales Philip , la denominación de “falsos positivos” 
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simplemente es un eufemismo técnico para describir un asesina-
to premeditado y a sangre fría de civiles inocentes (Semana, 31 de 
mayo 2010), apelativo producto de un trabajo ideológico, tanto en 
el interior de las Fuerzas Armadas como en el conglomerado social. 
En el boletín de prensa realizado con motivo de la Misión realizada 
en junio del 2009, el relator especial de las Naciones Unidas expre-
sa que “la expresión falsos positivos brinda una suerte de aura téc-
nica para describir una practica que se caracterizaría mejor como 
el asesinato a sangre fría y premeditado de civiles inocentes, con 
fines de beneficio”. 

Las Naciones Unidas utilizan el término “ejecuciones extrajudi-

ciales”, “sumarias” o “arbitrarias”, para denominar: “una amplia 

gama de violaciones del derecho a la vida, entre ellas, aunque no 

exclusivamente, los homicidios cometidos por militares con el pro-

pósito de inflar las estadísticas, conocidos como “falsos positivos” 

(onu, Consejo de Derechos Humanos, 2015, p. 11).

Dentro de las Fuerzas Armadas rápidamente los soldados fueron 
adoctrinados para legitimar la actuación de sus superiores sin po-
ner en tela de juicio los actos criminales cometidos. Toda la insti-
tucionalidad, hasta el soldado más raso, tenía conocimiento que 
el asesinar a sangre fría, y en esas condiciones, a jóvenes no deli-
berantes era ilegal pero el trabajo ideológico logró posicionarse 
en las mentes de los soldados, en todos los rangos, justificando las 
ejecuciones. El adoctrinamiento social todavía se evidencia en el 
presente, cuando los seguidores de la política de seguridad demo-
crática, integrantes activos y de la reserva de las Fuerzas Armadas 
y familiares de éstos, entre otros, después de conocerse evidencias 
acerca de los eventos y los asesinatos, niegan y defienden la actua-
ción militar en los campos de batalla ficticios. Alrededor de ello el 
profesor Philip Alston concluye:
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Algunos funcionarios siguen afirmando que muchos de los casos 

son bajas legítimas de guerrilleros u otros. Pero las pruebas –in-

cluyendo informes de balística y forenses, declaraciones de testigos 

oculares, y el testimonio de soldados- indican firmemente que ese 

no es el caso. Entre los “peligrosos guerrilleros” que fueron dados 

de baja hay adolescentes de 16 y 17 años, un hombre joven con 

una edad mental de 9 años, un padre de familia abnegado, cuyos 

dos cuñados están en servicio militar activo, y un joven soldado 

de licencia por vacaciones, que visitaba a su familia. No puedo 

descartar la posibilidad que algunos falsos positivos fueran de he-

cho, guerrilleros, pero aparte de afirmaciones contundentes, el go-

bierno no me ha dado prueba alguna en este sentido. Las pruebas 

que muestran a las víctimas vestidas con ropa de camuflaje recién 

planchada, o calzando botas de campo 4 tallas más grandes que 

su tamaño, o zurdos llevando una pistola en su mano derecha, u 

hombres con una única bala disparada en el cuello, menoscaban 

aún más la sugerencia de que se trata de guerrilleros muertos en 

combate (Alston, 2009, p. 3). 

Las lecturas y el análisis de los testimonios de victimarios, milita-
res, paramilitares y civiles, ante la Fiscalía General de la Nación 
acredita similitudes y patrones en la ejecución de los casos, iden-
tificando el perfil y los roles de los comprometidos. De tal manera 
que sin uno de ellos no hubiera sido posible que los falsos positi-
vos se llevaran a cabo a lo largo de toda la geografía colombiana. 
Alston en su informe del 2009, al referirse a los falsos positivos de 
Soacha, concreta que: 

[…] el enfoque en torno al caso de Soacha fomenta la percepción 

de que se trata de un fenómeno limitado, tanto geográficamente, 

como en el tiempo. Aunque las matanzas de Soacha fueron flagran-

tes y obscenas, mis investigaciones demuestran que son simplemente 

la punta del iceberg. He entrevistado a testigos y a supervivientes 

que describieron matanzas muy similares en los departamentos 

de Antioquia, Arauca, Valle del Cauca, Casanare, Cesar, Córdoba, 
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Huila, Meta, Norte de Santander, Putumayo, Santander, Sucre y 

Vichada. Una cantidad importante de unidades militares estaban 

involucradas en ello (2009, p. 2). 

De este modo, 31 departamentos de los 32 que tiene el territorio 
colombiano en la división político-administrativo del país, experi-
mentaron este fenómeno en donde se vieron involucrados un signi-
ficativo número de unidades de la Fuerza Pública, especialmente del 
Ejército Nacional, como lo determinó la Coordinación Colombia-
Europa-Estados Unidos en el informe final Ejecuciones extrajudi-
ciales en Colombia 2002-2010. Crímenes de lesa humanidad bajo 
el mandato de la política de defensa y seguridad democrática. El 
informe concluye que en el periodo comprendido entre los años 
2002 y 2010 todas las instituciones que hicieron parte de la Fuerza 
Pública de Colombia aparecían comprometidas en los 3.512 de eje-
cuciones extrajudiciales:

En el 80,2% de los casos (2.817 ejecuciones) se pudo establecer la 

institución presuntamente responsable. Sin embargo, la respon-

sabilidad diferenciada en los casos en donde la institución com-

prometida está claramente determinada muestra que es el Ejército 

Nacional contra quien más denuncias reposan, con el 89,2%, a 

la Policía Nacional con un 8,6% de los casos denunciados, a la 

Armada Nacional con un 1,4%, a la Fuerza Aérea con un 0,3% e 

inclusive al inpec como entidad responsable del 0,5% de los ca-

sos documentados (cceeu, 2012, p. 85). 

En relación al espacio geográfico donde se desarrollaron las ejecu-
ciones extrajudiciales determinó el informe que 

Dos terceras partes de las ejecuciones arbitrarias atribuidas a miem-

bros de la Fuerza Pública en el período mencionado se concen-

tran en 9 departamentos: Antioquia (936 casos), Meta (251 casos), 

Huila (202 casos), Cesar (176 víctimas), Norte de Santander (172 
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casos), Caquetá (170 casos), Tolima (137 casos), Arauca (127 ca-

sos) y Cauca (119 casos). Sin embargo, a pesar de la aparente dis-

persión de los departamentos donde estos crímenes se cometieron 

con mayor intensidad, hay algunas agrupaciones regionales que 

muestran las mayores ocurrencias relativas de este práctica crimi-

nal sistemática (cceeu, 2012, p. 73). 

De cara a la participación de la Fuerza Pública, un informe de la 
Unidad de Derechos Humanos de la Fiscalía General de la Nación, 
durante el mes de febrero de 2014, dio a conocer que cerca de 4.173 
militares se encontraban siendo investigados por las ejecuciones ex-
trajudiciales; de los cuales: 4.000 pertenecían al Ejército (401 oficiales, 
823 suboficiales y 2.908 soldados), 100 a la Armada y 26 a la Policía. 
De éstos, 1.784 uniformados se encuentran vinculados a las investi-
gaciones a la espera de sentencia y 2.088 se encuentran privados de 
la libertad (Caracol Radio, 19 de febrero de 2014). Adecuando los 
planteamientos de Javier Giraldo Moreno, Coordinador del Banco de 
Datos de Derechos Humanos y Violencia Política del Cinep-Programa 
por la paz, el porcentaje de militares investigados frente a las ejecucio-
nes extrajudiciales es el resultado de “fallas estructurales de la actual 
administración de justicia convirtiéndose en razones justificatorias 
de la impunidad sistemática”, teniendo en cuenta que “en algunas 
ocasiones, muy excepcionales, se ha podido identificar a los victima-
rios a través de piezas procesales, algunas condenatorias” (Cinep , 
2011, p. 9). Las fallas de la administración de justicia se evidencian 
en aspectos como el observar que hasta el presente ningún autor in-
telectual de las ejecuciones extrajudiciales del periodo 2002–2010 
ha respondido judicialmente por sus crímenes, de ahí que no pierde 
vigencia las palabras del jesuita Giraldo Moreno: 

Una justicia correctiva tendría que enfrentar tanto a los autores 

materiales como a los intelectuales, pero sobre todo incursionar 

en las causas, los comportamientos e ideologías institucionales, 

las políticas de Estado, las cadenas de mando y sus responsabili-

dades activas y omisivas, las conexidades y similitudes de libreto, 
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los contextos y las cadenas secuenciales de conductas que revelan 

complicidades o proyectos criminales de alto nivel, incluyendo las 

autorías mediatas (Cinep, 2011, p. 8).

No solamente integrantes de las Fuerzas Armadas participaron en 
las ejecuciones extrajudiciales llevadas a cabo durante el conflictivo 
en mención sino que éstos, antes, durante y después de los eventos, 
contaron, y cuentan, con el apoyo de altos mandos militares y servi-
dores públicos como ex magistrados, jueces, funcionarios del Cuerpo 
Técnico de Investigaciones de la Fiscalía General de la Nación,12 
funcionarios de Medicina Legal, ex paramilitares y líderes políti-
cos, entre otros. No es gratuito que estudiosos de la problemática 
concuerden que existen despachos judiciales que dejan “dormir” 
los procesos para que prescriban, evidenciando una limitada cola-
boración de la justicia penal militar con la justicia ordinaria, don-
de se encuentran militares condenados en servicio activo y sobre 
todo, que no se conozca todavía la verdad, desconociéndose en su 
totalidad el número de casos y de víctimas de las ejecuciones extra-
judiciales, en tanto no hay las suficientes medidas para proteger a 
familiares de víctimas, testigos, fiscales y jueces. Durante marzo de 
2017, la Corte Suprema de Justicia con testimonios de los propios 
militares involucrados, quienes declararon su participación, ordenó 
la captura de la ex fiscal 119, Luz Ángela López, delegada ante los 
Jueces Penales de Turbo–Antioquia, por archivar de manera irregular 
un proceso contra tres militares por los denominados falsos positi-
vos (El Colombiano, 5 de marzo de 2017). Para el Cinep existe “la 

12	 La participación de funcionarios del cti se evidencia, entre otras, en la decla-
ración del teniente Edgar Iván Flórez Maestre “[…] Llegó el helicóptero del 
cti y con (él) el sargento Soler que traía una bolsa blanca con uniformes ca-
muflados, con panfletos de la Farc, un radio de comunicaciones y unos bra-
zaletes de la Farc”, y en la del mayor Juan Carlos Rodríguez “La más común 
era cuando uno reportaba por el radio: —mi general, tengo dos bajas y tres 
capturados. Y la respuesta era: —ya mismo le mando el helicóptero con los 
del cti para que hagan el levantamiento de las cinco bajas”. Era claro que ha-
bía una orden de que a los tres capturados había que asesinarlos”. Ver el tex-
to: Colombia. La guerra se mide en litros de sangre, p. 21.
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impunidad” y la “mirada desviada” para no ver ni corregir la raíz 
de tales prácticas de barbarie, concretando que la raíz de la estra-
tegia militar de las ejecuciones extrajudiciales es “una doble moral 
que facilita la ficción, el ocultamiento o camuflaje de la realidad y 
su reemplazo por realidades mediáticas y procesales que apuntalen 
sociológicamente la ficción” (Verdad Abierta, 23 de mayo de 2013).

En el interior de las Fuerzas Armadas la ejecución de las opera-
ciones militares ficticias involucró tanto unidades no combativas13 
como personal de tropa, inteligencia, administrativo14 y de la justi-
cia penal militar. Cuando no se contaba con reclutadores militares 
para la búsqueda de las víctimas, se recurría a reclutadores civiles 
quienes en la mayoría de los casos eran desmovilizados de grupos 
paramilitares, ex militares, paramilitares, o informantes de la red 
de apoyo del ejército. 

El informe de Human Rights Watch del 2015 evidencia cómo, 
algunos jueces militares, ayudaron activamente a las tropas a en-
cubrir falsos positivos, entre las que se encuentran, entre otras, la 
declaración de:

[…] un sargento del Ejército, perteneciente al Batallón Pedro Nel 

Ospina, quien contó a la Fiscalía un incidente de falsos positivos 

que había presenciado, en el cual una jueza militar se apersonó 

en la escena del crimen inmediatamente después de que las tro-

pas informaran a su comandante cuatro bajas en combate simu-

ladas. Luego de que llegara la jueza, una de las víctimas heridas, 

13	 “Según se publicó en el sitio web de investigación La Silla Vacía, el batallón 
informó 86 muertes en combate en 2006, a pesar de estar “especializado en 
la construcción de obras como puentes y alumbrados para los civiles, no en 
operaciones de combate”. Ver en: Human Rigts Watch, 2015.

14	 En declaración el cabo tercero Jhon Lewis Rivas, adscrito a la oficina de gas-
tos reservados del batallón de infantería General Santander, miembro activo 
del Ejército, manifestó que el general Coronado, el coronel Bernal y el mayor 
Estupiñan, encargados de firmar las actas de gastos reservados, participaron 
en los casos de falsos positivos. Ver la noticia: Militar activo acusa a altos ofi-
ciales de cometer ‘falsos positivos’. Noticias Caracol, 8 de abril de 2014.
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a quien se había dado por muerta, recobró el conocimiento y co-

menzó a gritar. Según el testigo, los soldados lo ejecutaron y la 

jueza dijo “Yo no he visto ni he escuchado nada” (El Tiempo, 24 

de junio de 2015). 

En el mismo sentido el testimonio de:

[…] un suboficial retirado quien contó a la Fiscalía que cuando su 

unidad en Antioquia ejecutaba falsos positivos, una jueza militar 

acudía a la escena del supuesto combate y asesoraba a los soldados 

sobre qué debían decir a los investigadores de la Fiscalía. También 

dijo que siempre que debía declarar en la Justicia Penal Militar, la 

jueza lo orientaba acerca de qué tenía que decir para encubrir los 

delitos (El Tiempo, 24 de junio de 2015). 

Asimismo, un fiscal “manifestó que tenía conocimiento de dos jue-
ces militares que habrían dado instrucciones a soldados sobre cómo 
manipular las escenas del crimen en casos de falsos positivos, para 
que parecieran muertes en combate” (El Tiempo, 24 de junio de 
2015). Funcionarios de entidades oficiales, además de realizar acti-
vidades de apoyo, validaban y legalizaban los asesinatos como al-
gunos servidores públicos del Cuerpo Técnico de Investigaciones. 
Unidades militares, como la del general Rodríguez Barragán, con-
trataron funcionarios de policía judicial para que hicieran la aco-
modación de la escena del supuesto combate antes de que llegaran 
los investigadores de la Fiscalía para reunir pruebas (El Tiempo, 
24 de junio de 2015).

En conversación entre el general Leonardo Barrero y el coronel 
Robinson González del Río, vinculado a ejecuciones extrajudiciales, 
el Comandante del Ejército, en pleno ejercicio, le sugería al oficial 
que debía crear una mafia para denunciar a los fiscales e investiga-
dores de los falsos positivos para obstaculizar las investigaciones 
judiciales, evento que lo llevó a disculparse ante la rama judicial. 
En otra conversación, el magistrado Henry Villarraga, integrante 
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del Consejo Superior de la Judicatura, se ingeniaba la manera del 
cómo el ente judicial debía oponerse para que la justicia ordinaria 
no investigara los crímenes extrajudiciales cometidos por los mili-
tares. Tanto el general, Comandante del Ejército, como el magistra-
do perteneciente al Consejo Superior de la Judicatura dejaron sus 
puestos sin dejar de encumbrar los crímenes de Estado y abriendo 
la puerta de la impunidad (Semana, 19 de febrero de 2014).

Engranaje criminal para el desarrollo 
de ejecuciones extrajudiciales

Frente a los casos de los falsos positivos, el informe de la Organización 
de las Naciones Unidas de mayo del 2010 indicó la existencia de 
un patrón, por lo que llevó al relator especial para las ejecuciones 
arbitrarias Philip Alston a declarar “mis investigaciones encontra-
ron que miembros de las fuerzas de seguridad de Colombia per-
petraron un número significativo de ejecuciones extrajudiciales en 
un patrón que se fue repitiendo a lo largo del país” (Agencia efe, 
mayo 27 de 2010). Alston al cuestionarse acerca del responsable 
de los falsos positivos concreta:

La pregunta clave es ¿quién es responsable de estas matanzas pre-

meditadas? Por una parte, no he encontrado pruebas que indiquen 

que estas ejecuciones se llevaron a cabo como política oficial del 

gobierno, o que fueron dirigidas o llevadas a cabo a sabiendas 

del Presidente o de los sucesivos Ministros de Defensa. Por otra 

parte, la explicación que prefieren muchos en el gobierno – que 

las matanzas fueron llevadas a cabo a pequeña escala por unas 

cuantas pocas “manzanas podridas” –es igualmente insostenible. 

Las cantidades mismas de casos, su repartición geográfica y la di-

versidad de unidas militares implicadas, indican que éstas fueron 

llevadas a cabo de una manera más o menos sistemática, por una 

cantidad significativa de elementos dentro del ejército (2009, p. 3). 
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El estándar que observaba el relator con relación a la cobertura 
geográfica se complementa con el hecho de que la Fiscalía General 
de la Nación encontró evidencias de falsos positivos en 41 brigadas 
del Ejército, más de 180 batallones y unidades tácticas, acantona-
das a lo largo y ancho del país, entre las que se destacan: 

•	 Primera Brigada, Tunja-Boyacá. 

•	 Segunda Brigada, Barranquilla-Atlántico. 

•	 Cuarta Brigada, Medellín–Antioquia: Batallón Pedro Nel 
Ospina, Batallón Pedro Justo Berrío, Batallón Juan de Corral, 
Agrupación de Fuerzas Especiales Antiterroristas Urbanas 
afeur No. 5, Batallón Bajes, Gaula Antioquia, Gaula 
Rural Oriente Antioqueño, Batallón Atanasio Girardot, 
Combinación unidades tácticas de la cuarta brigada.

•	 Quinta Brigada, Bucaramanga-Santander. 

•	 Séptima Brigada, Villavicencio–Meta: Batallón Pantano de 
Vargas, Gaula Meta.

•	 Octava Brigada, Armenia–Quindío: bcg No. 57, Batallón 
Ayacucho, Batallón Cisneros, Combinación unidades tácti-
cas Octava Brigada.

•	 Novena Brigada, Neiva–Huila: Batallón Pigoanza, Batallón 
Magdalena. 

•	 Décima Brigada, Valledupar–César: Batallón Popa, Batallón 
Juan José Rondón, Combinación unidades tácticas Décima 
Brigada y otras Brigadas.

•	 Décima Primera Brigada, Montería–Córdoba; Fuerza de 
Tarea Conjunta de Sucre, Batallón Junín, Batallón Rifles, 
bcg No. 10, Gaula Córdoba, Batallón Juan José Reyes Patria, 
Combinación unidades tácticas Décima Primera Brigada.

•	 Décima Segunda Brigada, Florencia-Caquetá. 
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•	 Décima Tercera Brigada, Bogotá-Cundinamarca. 

•	 Décima Cuarta Brigada, Puerto Berrío–Antioquia: Batallón 
Calibío, Batallón Bomboná, Batallón Mario Serpa Cuesto, 
Batallón Cacique Pipatón.

•	 Décima Sexta Brigada, Yopal–Casanare: Gaula Casanare, 
Batallón Birno, bcg No. 65, Grupo de Caballería Mecanizado 
No. 16, Combinación Unidades tácticas de la Décima Sexta 
Brigada.

•	 Décima Séptima Brigada, Vichada. 

•	 Décima Novena Brigada. 

•	 Vigésima Octava Brigada, Puerto Carreño: Batallón Rojas.

•	 Vigésima Novena Brigada, Popayán–Cauca.

•	 Móvil No. 1. 

•	 Móvil No. 4. 

•	 Móvil No. 5, Tame–Arauca. 

•	 Móvil 6. 

•	 Móvil No. 9. 

•	 Móvil No. 12, Vista Hermosa–Meta: Batallón Contraguerilla 
bcg No. 83, bcg No. 84, bcg No. 85, bcg No. 86.

•	 Móvil No. 15 Ocaña – Santander: bcg No. 95, bcg No. 96, 
bcg No. 98, Combinación de unidades de la Brigada Móvil 
No. 15.

•	 Móvil No. 17. 

•	 Plan Meteoro No. 5. 

•	 Batallón xxi Vargas, sede en Granada Meta.
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De igual manera, como el relator especial de la onu colocó en duda 
que las ejecuciones extrajudiciales fueran llevadas a cabo por man-
zanas podridas de las Fuerzas Armadas, cerca de 6.000, las que 
además de estar adscritas a más de 180 unidades militares del país 
se encontraban distribuidas en todo el territorio colombiano ex-
ceptuando el departamento del Amazonas, el diario El Tiempo con 
sustento en información de la Procuraduría concluyó:

Es sintomático que la Procuraduría General de la Nación, al levan-

tar cargos contra 27 militares implicados en los falsos positivos de 

Soacha, haya conceptuado también que los “falsos positivos” eran 

producto de “un plan criminal cuyo único propósito era satisfacer 

una exigencia institucional, nacida de la necesidad de mostrar a 

los altos mandos militares y, por qué no decirlo, al Gobierno, que 

la lucha contra los grupos armados ilegales se estaba ganando” 

(El Tiempo, 2011, p. 8).

El patrón aludido por el relator de la onu y el pronunciamiento de 
la Procuraduría General de la Nación se relacionaba tanto a las simi-
litudes sistémicas en los eventos, como a la infraestructura logística 
necesaria para consolidar las ejecuciones, la que requería, además 
del aporte voluntario de soldados en algunas unidades militares,15 
a la apropiación de recursos económicos del Estado destinados a 
gastos reservados de las fuerzas militares (El Tiempo, febrero de 
2014) y de un rubro presupuestal creado y destinado por el gobier-
no de la seguridad democrática específicamente para recompensas 
(Federación Internacional de Derechos Humanos, 2012, p. 9), los 
que fueron utilizados en la compra de armamento y uniformes para 

15	 En declaraciones ante la Fiscalía, un soldado del Batallón Contraguerrilla No. 
57 Mártires de Puerres, aseguró que sus superiores les cobraban 10 mil pesos 
para la compra de armamento el cual era utilizado en las ejecuciones extraju-
diciales. Para una mayor información ver el artículo del Espectador del 6 de 
octubre de 2012 “Para compra de armas en falsos positivos soldados debían 
aportar 10 mil pesos”.
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vestir y armar a los asesinados, al pago de informantes, reales y ficti-
cios, al desembolso de bonificaciones o recompensas para militares 
y civiles, y para el transporte de las víctimas, entre otros. 

La generalización y sistematización de las ejecuciones extrajudi-
ciales de no combatientes durante los últimos ocho años de la década 
del dos mil, evidencian un engranaje delictivo creado no solamen-
te con la intención de incrementar los resultados operacionales en 
las Fuerzas Armadas, sino en la de posicionar en el colectivo social 
los resultados de la política de seguridad democrática, engranaje 
que se activaba desde antes de que se cometieran los homicidios. 
Engranaje validado por los promotores de la política de seguridad 
democrática al momento de afirmar que las denuncias por ejecucio-
nes extrajudiciales respondían a la estrategia de las víctimas enemi-
gas de los lineamientos políticos del gobierno del periodo 2002-2010. 

En el informe de Human Rights Watch, el rol de los altos man-
dos en falsos positivos, evidencia que el engranaje diseñado para las 
ejecuciones extrajudiciales involucraba las unidades tácticas militares 
de una brigada militar y que existían coordinaciones entre diferen-
tes brigadas16 para ejecutar los crímenes. De igual manera, eviden-
cia casos como el de la Fuerza de Tarea Conjunta Omega, integrada 
por miembros del Ejército, la Armada y la Fuerza Aérea, dedica-
da especialmente a combatir a las farc en el sudeste de Colombia, 
quienes transportaron en helicópteros a cinco civiles secuestrados 
por los militares en el departamento del Guaviare a quienes cinco 
días después de su detención se les destrozó la cara al momento de 
asesinarlos presentándolos como muertos en combate.17

Con el propósito de justificar su accionar y no levantar sos-
pechas, antes de comunicar las operaciones militares ficticias a la 
opinión pública, los militares se encargaban, a través de grupos 

16	 En los cuadros de presuntas ejecuciones extrajudiciales atribuidas a las Brigadas, 
elaborado por Human Rigths Watch, se observa los crímenes cometidos tanto 
por la combinación de unidades tácticas de la Brigada como por la combina-
ción con otras Brigadas. 

17	 El testimonio, la fecha del evento y demás datos se encuentran bajo reserva. 
Ver en: El rol de los altos mandos en falsos positivos, 2015.
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de inteligencia, de difundir información en las regiones donde se 
realizarían los eventos, frente a la presencia de bandas delincuen-
ciales. A esta actividad se sumaban militares formados en opera-
ciones psicológicas quienes desarrollaban tareas en el interior de 
la organización castrense y en la comunidad. Allí tenían la misión 
de concienciar a los soldados respecto a que el asesinar a los ene-
migos era un deber de patria, ya que las ffaa representaban la 
moral de la sociedad. Esta actividad blindaba a la unidad militar 
de posibles y futuras denuncias de soldados que no estuvieran de 
acuerdo en la forma de asesinar a no combatientes en campos de 
batalla ficticios. El trabajo psicológico desarrollado en la comuni-
dad era de manera permanente. En primera instancia, trabajaban 
en el área donde se llevarían a cabo los falsos combates, con el fin 
de persuadir a la población para que no dudara de la transparen-
cia del operativo que se iba a llevar a cabo, además de contar con 
testigos leales frente a futuras investigaciones judiciales. El grupo 
de operaciones psicológicas también tenía como misión identificar 
y contactar personalidades y periodistas leales hacia la política de 
seguridad democrática para afianzar su lealtad, acercándolos hacia 
el ente castrense. Se organizaban actividades denominadas “solda-
do por un día, soldado para toda la vida” en donde se cautivaba a 
los asistentes con el uniforme, las botas y demás prendas militares. 
Los nuevos aliados nunca dudarían de los combates destinados a 
dar de baja a supuestos guerrilleros.

Días antes de que fueran asesinados el grupo de jóvenes e infan-
tes procedentes de Soacha, los militares aseguraban que en Ocaña, 
Norte de Santander, lugar donde se reportaron enfrentamientos 
ficticios, operaba una banda de delincuentes llamada los “Rolos”, 
los que se encontraban azotando la región con la extorsión y el 
boleteo. Al momento de informar a la opinión pública el enfrenta-
miento, los militares presentaron a los asesinados como integrantes 
de la banda de los “Rolos” con tenebrosos antecedentes judiciales. 
Frente a ello el informe “Falsos positivos mortales” desarrolló una 
segunda hipótesis: 
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Se trataría de una especie de “limpieza social” en la que se mata-

ba a los muchachos –delincuentes, drogadictos o simplemente po-

bres– y se los presentaba luego como combatientes de grupos al 

margen de la ley. En el lenguaje criminal esto se llama “legalizar 

al muerto” y es una práctica que infortunadamente algunos mili-

tares han usado para mostrar “falsos positivos” y así mejorar sus 

resultados operacionales, y por esta vía, obtener beneficios para 

su carrera militar (Verdad Abierta, 29 de septiembre de 2008). 

El mismo informe agregaba con curiosidad que: 

[…] a principios de ese año el sargento Alexander Rodríguez, ads-

crito a la Brigada Móvil xv que opera en Ocaña, había denunciado 

ante la Fiscalía, la Procuraduría y ante sus superiores del Ejército, 

que en su batallón les daban cinco días de descanso a los soldados 

que obtuvieran “bajas” en combate, y denunció que fue testigo de 

cómo se cometieron homicidios de civiles para luego presentar-

los como guerrilleros. El sargento fue expulsado de las Fuerzas 

Militares aunque sus denuncias están en proceso de investigación.

Con el propósito de no levantar ningún tipo de sospecha, las víc-
timas se seleccionaban y reclutaban en zonas alejadas del lugar de 
jurisdicción de la unidad militar que realizaría la ejecución extra-
judicial. Sobre este hecho el Cinep reveló:

En cuanto a las víctimas, deben ser preferiblemente traídas de 

otros lugares, de modo que la población local no las conozca y 

acepte fácilmente su ficticia condición de “insurgentes”; también 

son aceptables los drogadictos o delincuentes de la zona y los ac-

tivistas sociales o políticos, a los cuales se les puede endilgar una 

cripto-militancia subversiva o un manejo de armas ofensivas o 

‘concierto para delinquir’, según el caso, apoyándose en falsos 

testigos remunerados. También sirven los desmovilizados, de los 
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cuales se podría predicar una ficticia reincidencia en el accionar 

armado (2011, p. 9).

Dentro de la jurisdicción de una división del Ejército, las Brigadas 
y las unidades tácticas militares, contaron para llevar a cabo las 
ejecuciones extrajudiciales con: recursos económicos, una coordi-
nación logística, un ejercicio de planeación militar, un reclutador, 
un informante, un jefe de operaciones, un comandante de inteligen-
cia con sus respectivos investigadores, un comandante de escuadra, 
un comandante de brigada, un colaborador del Cuerpo Técnico de 
Investigaciones cti,18 un aliado de Medicina Legal y un grupo de 
soldados, entre otros. En este sentido las ejecuciones extrajudiciales 
no podrían llevarse a cabo. El informe “El rol de los altos mandos en 
falsos positivos. Evidencias de responsabilidad de generales y coro-
neles del Ejército colombiano por ejecuciones de civiles”, sostiene: 

Nuestro análisis de casos de distintas regiones de Colombia mos-

tró que en los casos de falsos positivos había similitudes en los 

perfiles de las víctimas, el modus operandi y el móvil, que princi-

palmente fue una fuerte presión para incrementar el número de 

bajas, sumada a beneficios otorgados por las muertes en combate 

informadas (2015, p. 6). 

El modus operandi implicó una considerable planificación y coordi-
nación que incluía desde llevar a las víctimas a sitios remotos hasta 
asegurar que en cada caso hubiera documentación oficial la cual 
certificara que se trataba de muertes legítimas en combate (Human 
Rights Watch, 2015, p. 13). La planificación, como lo han declararon 
ex oficiales de las fuerzas militares a la ong, comprendía reuniones 

18	 El 7 de julio de 2010, la Revista Semana público el artículo “Así se planeó un 
falso positivo; escuche los audios aquí”, en el que se evidencia el modus ope-
randi por medio del cual se coordinaban las ejecuciones extrajudiciales en 
Urabá. Entre uno de los audios se evidencia la coordinación que se realizaba 
con funcionarios del Cuerpo Técnico de Investigaciones, cti.
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semanales previas, realizadas por los comandantes de los batallones 
con el personal comprometido en las operaciones militares ficticias 
(2015, p. 14). En esas reuniones, se diseñaba el libreto, el cual con-
templaba las pautas a seguir en el momento de presentar declara-
ciones ante los medios de comunicación y las autoridades judiciales. 
El libreto tenía un significado especial en la medida en que éste era 
la coartada que inscribía el falso combate en una operación militar 
contra blancos concretos —estructuras insurgentes o delincuencia-
les armadas— y fundamentos justificatorios de la acción “llamadas 
de informantes” o “colaboraciones de la población civil” cubiertas 
por anonimatos de “protección” (Cinep, 2011, p. 9). De acuerdo al 
relator especial de la onu sobre ejecuciones extrajudiciales, los mi-
litares organizaban un montaje de la escena, después de asesinarlos 
les colocaban armas, provocaban que las víctimas dispararan las 
armas con sus manos, les cambiaban la ropa por rudimentaria de 
combate u otras prendas asociadas con los guerrilleros y los calza-
ban con botas de combate, todo ello para que parecieran homici-
dios legítimos ocurridos en combate.19 Sobre ello, el coronel Luis 
Fernando Borja, partícipe en 57 casos de ejecuciones extrajudicia-
les siendo Comandante de la Fuerza de Tarea Conjunta de Sucre, 
declaró que cuando la escena variaba en algo, él era capaz de in-
ventarse un libreto de cine 

Decidía quién había disparado primero, cuántos tiros se habían 

escuchado, la posición de los cadáveres, la hora, el clima y la dis-

tancia del objetivo. Lo del juez era lo de menos, por lo regular las 

declaraciones se hacían en las instalaciones de la Fuerza de Tarea 

Conjunta. Todo lo manejaban en familia. Quien recibía las de-

claraciones, “cuando no era un colaborador”,20 no sospechaba 

19	 Informe del Relator Especial sobre ejecuciones extrajudiciales, sumarias o ar-
bitrarias, Philip Alston, Misión a Colombia, 31 de marzo de 2010.

20	 Las negrillas y subrayado no pertenecen al original.
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que el libreto era planeado, con diálogos, colores y olores prepa-

rados, como un mote de queso en la Cuaresma (KienyKe, agosto 

30 de 2011). 

El informe de Human Rights Watch evidencia que: 

Los comandantes de brigada y/o unidades tácticas expidieron do-

cumentos oficiales que autorizaban las supuestas operaciones, en 

las cuales, según se aseveraba, se había dado muerte a las vícti-

mas. Los documentos, conocidos como “órdenes de operaciones” 

y “misiones tácticas” otorgaron una apariencia de legalidad a las 

ejecuciones extrajudiciales […] (2015, p. 14) 

No podía llevarse a cabo ninguna operación militar sin la existencia 
de las “ordenes de operaciones” y las “misiones tácticas. Un blinda-
je de legitimidad institucional acompañó cada uno de los combates 
falsos reportados, siendo legalizados mediante las firmas de los ofi-
ciales responsables del direccionamiento de las unidades militares. 
Las mentiras de los militares se fueron volviendo verdad, primero 
en la tropa y luego, en la sociedad. Mientras que unos militares se 
encargaban de asesinar a sangre fría no combatientes en campos 
de batalla ficticios, sus superiores militares, a sabiendas de lo que 
estaba sucediendo, como políticos fanfarrones se encargaban de 
mentirse y mentirle al país. Una pirámide de engaños se construyó 
alrededor de los crímenes, de ahí que Giraldo Moreno concluya:

Si en algo ha influido profundamente el crimen sistemático del 

falso positivo, es en la introducción del lenguaje falso, o la men-

tira, en las instituciones oficiales, reproducida sistemáticamente 

en los medios masivos de “información”, y en consecuencia, en el 

derrumbe de la credibilidad de los comunicados oficiales. Se pue-

de decir que la mentira se ha entronizado en el lenguaje corriente 

del Estado, falsificando circunstancias y contextos; fingiendo mi-

litancias y operativos; simulando falsos combates; estigmatizando 
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comunidades y personas; imponiendo silencios bajo amenazas 

brutales que arrastran imágenes de cadáveres desfigurados gene-

radores de terror; apelando a falsos testigos y a falsas informa-

ciones (Cinep, 2011, p. 9).

Con el propósito de motivar a las tropas para incrementar el núme-
ro de bajas de enemigos, afianzar lealtades, además de incorporar a 
ex paramilitares a las fuerzas militares para desarrollar labores de 
inteligencia facultadas exclusivamente a la Fuerza Pública, el gobier-
no de la política de seguridad democrática perfeccionó el sistema 
de incentivos y recompensas. El sistema de recompensas no sola-
mente se encontraba dirigido a militares, sino a civiles e integran-
tes de las autodefensas que se desmovilizaran y se reincorporaran 
a la vida civil21 que proporcionaran información que permitiera el 
abatimiento en combate de cabecillas de la guerrilla o el narcotrá-
fico. A partir de los decretos: 128 de 2003, 2767 de 2004, 1400 de 
2006, 1058 de 2008, “bonificaciones por colaboración”, y de las 
directivas del Ministerio de Defensa Nacional No. 029 del 2005 y 
015 y 016 del 2007, se incrementaron las “ordenes de operaciones” 
y las “misiones tácticas” que permitieron legalizar las ejecuciones 
extrajudiciales. Las normas establecían un sistema de incentivos 
para los integrantes de las Fuerzas Armadas. 

Alrededor del Decreto 1400 de 2006, el Informe de la Red oid-
haco (Oficina Internacional de los Derechos Humanos-Acción 
Colombia), con ocasión del examen de Colombia por el Comité 
de Derechos Humanos de Naciones Unidas de julio de 2010, ob-
serva que éste habilitaba la política que estimulaba causar bajas en 
el desarrollo de operaciones militares y promulgaba la entrega de 
incentivos a los miembros de la Fuerza Pública y funcionarios del 

21	 La política de recompensas se sustentan en la Ley 418 de 1998 la cual ofre-
cía incentivos a quien colaborara con la justicia; la Ley 548 de 1999 que daba 
recompensas por colaboración a los organismos de inteligencia y la Ley 782 
de 2002 creación del Fondo Nacional de Seguridad y Convivencia Ciudadana 
para operaciones de redes de inteligencia.
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Departamento Administrativo de Seguridad (das)22 por participa-
ción en operaciones de importancia nacional. Varios años después 
que los medios comunicarán los eventos de los falsos positivos, 
la página web de la Fuerza Aérea aún promocionaba los estímu-
los: “Como un incentivo para la Fuerza Pública, el Gobierno pon-
drá en marcha a partir de hoy la Bonificación por Operaciones de 
Importancia Nacional (Boina), que entregará 12 salarios básicos 
mensuales al soldado, policía y agente del das que participe en la 
captura o muerte en combate de un jefe guerrillero” (Federación 
Internacional de Derechos Humanos, 2012, p. 9).

El sistema de estímulos estaba dirigido a los militares que mos-
traran resultados contundentes en término de número de golpes y 
bajas al enemigo, recibieran reconocimientos oficiales a través de 
condecoraciones y prebendas extras. Alrededor de ello un militar 
declaró: 

[…] uno de los incentivos que nos otorgaban a los comandantes 

de contraguerrilla de cada batallón era una licencia por todo el 

mes de diciembre a los pelotones que más sumaran muertos en el 

año, yo y mi gente salíamos todo el mes de diciembre. También 

se dijo que el soldado que más diera bajas sería incentivado con 

enviarlo al Sinaí o a un curso fuera del país.23

22	 Durante el gobierno de la política de seguridad democrática el Departamento 
Administrativo de Seguridad das, organismo dependiente directamente de la 
Presidencia de la República con funciones de policía, realizó una serie de ac-
tividades ilegales interceptando y realizando seguimientos ilegales a oposito-
res del gobierno.

23	 Ver entre otros: Revista Semana 7 de febrero del 2014; Periódico el Heraldo 1 
de febrero de 2014; Federación Internacional de Derechos Humanos 6 de ju-
nio de 2012.
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La medida fortaleció el pacto de alianza que existía entre el Ejército 
regular y los grupos de autodefensa;24 en la cual las autodefensas 
entregaba al Ejército a las personas que eran señaladas de perte-
necer a grupos subversivos, a sindicados de colaborar con la gue-
rrilla y a integrantes de los grupos paramilitares indisciplinados.25 
La estrategia le permitía a los grupos paramilitares beneficiarse de 
los incentivos económicos del gobierno, imponer el miedo y el te-
rror en las zonas donde operaban, disciplinar a la tropa y ajusti-
ciar a integrantes de sus filas que conocieran demasiado o que se 
fueran convirtiendo en un obstáculo para la organización criminal. 
Alrededor de la alianza paramilitar con las Fuerzas Armadas para 
la ejecución de falsos positivos, Pablo Hernán Sierra García, alias 
Alberto Guerrero, comandante del Bloque Metro, declaró: 

[…] los falsos positivos en Colombia existen desde que iniciaron 

los grupos ilegales donde nosotros éramos los que dábamos de 

baja y llamábamos a los militares a que se dieran el vitrinazo, se 

dieran el champú mostrando. ¿Por qué razón?, porque es que en 

Colombia se ha medido la guerra es por los litros de sangre, por eso 

el problema ahorita de los falsos positivos. ¿Qué ocurre? Resulta 

de que se venía dando unas estadísticas de bajas en el país antes 

24	 Alrededor de la alianza entre integrantes del Ejército y el paramilitarismo ver, 
entre otros: Verdadabierta.com, Desmovilizado asegura que alias 39 y el co-
ronel Mejía eran aliados, mayo 2009; Desmovilizados contaron como entre-
gaban falsos positivos al batallón la Popa, junio 2010; Miembros del Ejército 
presentaban como falsos positivos a víctimas de paras en el Meta, mayo 2010; 
Los paras y la brigada 17 del Ejército, julio 2011; Paras salpican a decenas de 
miembros del das, Ejército y Policía en Meta y Guaviare; Revista Semana, 
Soldado denunció alianza entre militares y alias Cuchillo, octubre 2010.

25	 Frente a ello ver, además de otros, la confesión realizada por el exjefe de finan-
zas del Bloque Centauros en la que manifiesta que en junio del 2003, hombres 
del Frente Meta asesinaron a seis jóvenes, que posteriormente el Coronel del 
ejército Cabuya los reportó “como si fueran de las Farc”. Aclaró que dos de 
ellos eran de las autodefensas y que los otros cuatro eran jóvenes la ciudad de 
Villavicencio. Ver en:: Verdadabierta.com. Paras han confesado más de cien 
casos de presuntos falsos positivos, 12 del 2012.
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de nosotros desmovilizarnos. Resulta que nosotros éramos los que 

contribuíamos a eso, pero resulta que cuando nosotros entregába-

mos positivos a la Fuerza Pública, nosotros sí buscábamos las per-

sonas que realmente si tuvieran los vínculos con la guerrilla, que 

realmente si ameritara pues darles de baja cierto, entonces suena 

muy gracioso pero no se explica uno como un coronel le dice a 

uno “Alberto, colabórame que estoy descuadrado en tres muer-

tos para este mes, porque necesito ir a hacer un curso a Estados 

Unidos, necesito ir al Sinaí, necesito que me den una condecora-

ción o lo necesito para el ascenso”, todo, porque entre ellos habían 

competencias de número de bajas, entonces uno le decía cómo lo 

querés, de farc, del eln, ¿cómo? Entonces uno buscaba el sitio, 

un sitio donde realmente si saliera la guerrilla, uno buscaba pues 

las cosas, les ponía el fusil, les ponía el brazalete, los maquillaba 

como se dice bien organizado y se daba el operativo (Disponible 

en: https://www.facebook.com/coalicion2018/).

Acerca de la alianza Fuerzas Armadas y paramilitares para el desa-
rrollo de ejecuciones extrajudiciales, el Banco de Datos de Derechos 
Humanos y Violencia Política del Cinep (ppp) presentó en el Informe 
“Colombia. Deuda con la humanidad 2. 23 años de Falsos Positivos 
(1988 -2011)”, relatos que hacen parte del testimonio de un mi-
litar retirado que pasó tiempo en el Batallón Rifles de Caucasia, 
Antioquia, “donde las actividades del Ejército, de la Policía y de 
los organismos de seguridad del Estado se coordinaban cotidiana-
mente con los bloques ‘Central Bolívar’ y ‘Mineros’ de los parami-
litares” (2011, p. 305): 

Entonces este sujeto “Carmelo”, desmovilizado de las autodefen-

sas, llevaba a los tipos —que yo sepa, pues, llevaba a los tipos, 

aunque no estuve en el momento en que él haya entregado a al-

guno, pero sí en “la baja” de la que estoy hablando, en la que sé 

que se presentaron los hechos, él simplemente con engaños llevaba 

a la víctima hasta el área donde se encontraba el pelotón y ahí lo 

entregaba; ahí le tenían que entregar a él el millón de pesos que 
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era reunido primero por los soldados o prestado por algún co-

mandante y ese millón se recuperaba a la hora de legalizar ya “la 

baja” en el Batallón. En el Batallón, de la plata de Inteligencia o 

no sé de dónde era que sacaban el millón para premiar eso, daban 

el millón de pesos, el cual era devuelto entonces a los que habían 

prestado la plata pa’ pagarle a él. El pelotón son 36 soldados. El 

millón se lo repartían o se lo entregaban a la persona que supues-

tamente había “dado la baja”, pero que yo sepa, pues, cuando no 

había que darle, porque de pronto, en una ocasión yo sé que se 

presentó el hecho de que a las dos personas que se asesinó no las 

llevaron sino que se las encontraron en el monte —por ahí hay 

mucho raspachín que va de otros pueblos, de otras ciudades— ...y 

se los encontraron vivos y yo sé que los mataron, de pronto en 

esa ocasión no tuvieron que pagar a otros (Cinep, 2011, p. 305).

Modalidades de las ejecuciones 
extrajudiciales

No solamente la modalidad de ilusionar a los jóvenes con prome-
sas de falsas actividades laborales se desarrolló para asesinarlos y 
hacerlos pasar como combatientes de grupos guerrilleros, parami-
litares o bandas criminales. Las declaraciones de los oficiales com-
prometidos, además de las versiones de paramilitares, evidencian 
que por lo menos ocho modalidades de ejecuciones extrajudiciales 
se registraron durante la primera década del siglo XXI, tres de ellas 
referenciadas por el Coronel Robinson González del Río (Noticias 
rcn, 9 de junio de 2014). 

1. Promesas de trabajos y mejoras laborales

Reclutadores militares o civiles se encargaban de estudiar a la vícti-
ma, generalmente de barrios populares, a quienes ilusionaban con 
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trabajos legales o ilegales. Se reclutaban jóvenes de bajo nivel cultu-
ral y bajo perfil, desempleados o ansiosos por mejorar el trabajo que 
tenían, con la promesa de laborar en regiones alejadas a su terruño. 
Uno o dos días después de haber sido vistos con vida por última vez 
por sus familiares, eran presentados, a cientos de kilómetros de su lu-
gar de residencia, como integrantes de grupos subversivos o de ban-
das criminales dados de baja en combate por las fuerzas militares.

Escogíamos a los más chirretes, a los que estuvieran vagando por 

la calle y dispuestos a irse a otras regiones a ganar plata en traba-

jos raros”. Confesó Carretero uno de los reclutadores que surtía 

de víctimas a los militares. “Otro de los reclutadores, un joven de 

21 años, testigo protegido durante uno de los juicios, explicó que 

engañaban a chicos desempleados, drogadictos, pequeños delin-

cuentes (El País, 30 de marzo de 2014).

2. Infiltrando las bandas criminales

Aprovechando el conocimiento que por su razón de ser tenían fren-
te al actuar de las bandas criminales, así como en las zonas en que 
éstas operaban, los militares se encargaban de infiltrarlas. Una vez 
se ganaban la confianza de los criminales les entregaban informa-
ción acerca de la ubicación de fincas donde supuestamente se en-
contraba dinero escondido, a fin que fueran asaltadas en horas de 
la noche para luego dividirse el dinero. Al llegar al sitio, eran re-
queridos por los integrantes de las Fuerzas Armadas y sin darles la 
oportunidad de hacer uso de las armas que portaban eran abatidos.

Se perseguían y se esperaban en el sitio, porque uno sabía que ellos 

iban a llegar exactamente a ese sitio, se esperaban ahí tres o cuatro 

días antes se emboscaban en el sitio y cuando llegaban como era a 

las 11 ó 12 de la noche, un sitio oscuro, donde había una actitud 
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como hostil, cualquier persona que ande con un arma ilegal si le 

mandan una voz de alto lo primero que hace es mandar su mano 

al arma […] el soldado le disparaba y se daba de baja. Pero cuál 

es el antecedente de él, que se había podido haber capturado y 

¿Por qué no lo capturaron? porque lo que pedían eran bajas, en-

tonces uno para qué los capturaba si eso no sumaba ni restaba en 

su folio de vida [explicó el oficial]. Estos delincuentes comunes 

asesinados eran reportados por los superiores del Ejército como 

milicianos abatidos en combate. Uno cumplía con reportar, ya el 

dos de la brigada con el comandante de la brigada decían “repor-

temos eso como milicianos” y ya ellos cuadraban el reporte de ahí 

para arriba (Noticias rcn, 9 de junio de 2014).

3. Reclutamiento de paramilitares 
y guerrilleros desmovilizados

La información, al alcance de los militares, acerca de los desmovi-
lizados residentes en la región, tanto de los grupos de paramilitares 
como de la subversión, les permitía ubicarlos y luego engañarlos 
haciéndoles creer que conocían lugares donde se encontraban ca-
letas con dinero o armas. Los desmovilizados aceptaban motiva-
dos con la promesa de que una vez desterraran las caletas, el botín 
sería repartido por partes iguales. Al llegar al sitio referenciado los 
asesinaban, uniformaban y les colocaban armas de fuego. 

Le vamos a dar a usted 50 y 50, pero eso era puro cuento, ahí no 

existía nada. Había veces en las que usted por ejemplo hacia las 

bajas y tenían pistolas de juguete. Por ejemplo, yo hice unas bajas 

de unos bandidos y uno de ellos tenía una pistola de juguete en-

tonces usted llamaba al dos, y yo llamé al coronel Sarmiento que 

era el dos de la octava brigada y él consiguió la plata y después 

llegó con la pistola y dijo ‘acá esta arma, pónganla’ y se cambia-

ba el arma (Noticias rcn, 9 de junio de 2014).
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4. Alianza con grupos paramilitares

Las autodefensas le entregaban al Ejército decenas de ex parami-
litares, presuntos guerrilleros y civiles vivos los que eran asesina-
dos por los militares y presentados como muertos en combate, de 
esta manera le reportaban a los superiores resultados, en tanto ba-
jaban la presión de las Fuerzas Armadas frente a las instituciones 
gubernamentales u organizaciones interesadas en su lucha contra 
la insurgencia.

Los militares le mostraban resultados a sus superiores, pero ade-

más podían bajar la presión sobre nosotros gracias a estos supues-

tos positivos”, declaró alias “Chatarro” jefe del frente Hernán 

Troncoso del Bloque Centauros de las auc confirmando que “en 

diez años que estuvo en los paras, sólo hubo tres combates rea-

les contra el Ejército. El resto de los enfrentamientos presentados 

a la prensa y al comando central de las Fuerzas Armadas fueron 

‘falsos positivos (Verdad Abierta, 4 de mayo de 2010).

5. Disciplinando grupos paramilitares

La alianza entre los militares y los comandantes de las grupos  
paramilitares le permitía al grupo ilegal entregar a los hombres que 
debían castigar, quienes eran asesinados por los militares y presen-
tados como muertos en combate.

[…] los hombres de alias “Jorge 40” entregaron en más de una 

oportunidad a las tropas del Coronel Mejía campesinos, integran-

tes de la guerrilla y hasta miembros de las Auc acusados de indisci-

plina, para que estos fueran ejecutados extrajudicialmente y luego 

ser presentados como “guerrilleros dados de baja en combate”. Se 

trataba de acuerdos de cooperación con esa organización armada 

ilegal, según la cual mientras los militares no combatían con los 

paramilitares y los proveían de armas, municiones y material de 
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intendencia, estos a cambio recibían personas de grupos guerrille-

ros y paramilitares castigados para que fueran ejecutados extraju-

dicialmente y luego presentarlos como positivos, en lo que se ha 

denominado en nuestra historia reciente como “falsos positivos” 

(sentencia citada en: Pactos macabros que terminaron condenan-

do al coronel Mejía (Verdad Abierta, 9 de septiembre de 2013).

6. Detención arbitraria y desaparición

No se requería de un reclutador específico sino que toda la unidad 
militar estuviese al acecho de conseguir víctimas en actividades lícitas 
de control. Durante el desarrollo de puestos de controles militares 
los soldados se daban el tiempo de escoger campesinos, indígenas 
y personas socialmente marginadas a quienes detenían de manera 
arbitraria, las desaparecían y las asesinaban presentándolas poste-
riormente como personas muertas en combates.

7. Presentación de víctimas de paramilitares 
como dados de baja por el ejército

Cuerpos que correspondían a asesinados por grupos de paramili-
tares eran entregados a personal del Ejército para que fueran pre-
sentados como combatientes caídos en enfrentamientos militares. 

[…] “Cony” le avisó a miembros de la Policía y el Ejército, quienes 

inmediatamente pensaron presentar al hombre asesinado como un 

guerrillero muerto en un operativo de la Fuerza Pública. Sin embar-

go por haber sido asesinado con balas de calibre nueve milímetros, 

que no son usadas en combates, le dijeron a “Cony” que botara 

el cadáver fuera del pueblo (Verdad Abierta, 4 de mayo de 2010).
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8. Presionando a los comandantes 
de grupos paramilitares

A fin de evitar operativos de gran envergadura contra los grupos 
paramilitares, comandantes de unidades militares le exigían a la 
organización delictiva que le entregara jóvenes con el propósito de 
asesinarlos y hacerlos pasar como delincuentes dados de baja en 
operaciones militares.

Para calmar al coronel Cabuya, “Don Mario” le entregó 100 mi-

llones de pesos y varios hombres del Bloque Centauros fueron a 

Villavicencio y a Granada, Meta, a reclutar jóvenes para que se 

volvieran falsos positivos. “Chatarro” contó que se llevaron a cin-

co o siete muchachos de bares y discotecas, ya bebidos y se los 

entregaron al teniente Torres. Al día siguiente el Ejército los pre-

sentó como guerrilleros muertos en combate (Verdad Abierta, 4 

de mayo de 2010).

El holocausto que había podido evitarse
El holocausto colombiano, orquestado y ejecutado durante la pri-
mera década del dos mil, por cerca de 5.000 “manzanas podridas” 
o “ruedas sueltas” como los ha presentado el Estado colombiano 
y las Fuerzas Armadas, nueve años después de los sucesos, era ca-
lificado como “eventos aislados”, no de una manera sistemática 
y generalizada, sino de manera esporádica, siendo éstos llamados 
“errores militares” o “muertes en combate” y no ejecuciones ex-
trajudiciales o falsos positivos como lo evidencian: el relator es-
pecial de las Naciones Unidas para las ejecuciones arbitrarias, el 
Observatorio de Derechos Humanos y Derecho Humanitario de la 
Coordinación Colombia–Europa– Estados Unidos, Human Rights 
Watch y el Banco de Datos del Centro de Investigación y Educación 
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Popular Cinep entre otros. A pesar de que la justicia ordinaria tie-
ne competencia sobre la investigación en las ejecuciones extrajudi-
ciales, algunos expedientes reposan en los escritorios de la justicia 
penal militar, aspecto considerado por las víctimas como estrate-
gia para encubrir las atrocidades cometidas. Algunos de los autores 
materiales, de igual manera que quienes orquestaron los crímenes, 
todavía hacen parte de las Fuerzas Armadas por lo que la Corte 
Penal Internacional tiene en la mira a militares involucrados, mani-
festando que si la justicia colombiana no interviene ella intervendrá. 

Alrededor del asesinato de los cerca de 10.000 colombianos a ma-
nos de militares, policías y servidores públicos encargados de custo-
diar las cárceles y penitenciarias del país, surge el interrogante de si 
estas muertes se hubieran podido evitar. Con el llamado realizado por 
parte del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos en Colombia y otras organizaciones de derechos huma-
nos durante el año 2003, el gobierno y las Fuerzas Armadas hubieran 
podido optar por realizar estrategias efectivas para proteger la vida 
de estas personas, y así, 2.820 colombianos continuarían existiendo. 
Esto si se toman en cuenta únicamente los datos de los crímenes in-
vestigados por la Fiscalía General de la Nación frente al número de 
bajas en combate reportado por las Fuerzas Militares. Tomando el 
número de asesinados de acuerdo a las versiones y proyecciones de 
los victimarios, el número de investigaciones de la Fiscalía sin tener 
en cuenta la relación de reportes de muertes en combate, y las cifras 
de la Coordinación Colombia-Europa-Estados Unidos, el número 
de colombianos que habrían podido salvarse de morir en campos de 
batallas artificiosos sería de 10.000, 4.475 y 5.763, respectivamente. 

El Ministerio de Defensa Nacional al expedir una directiva en 
el 2007 en la que priorizaba capturas y desmovilizaciones sobre las 
bajas del enemigo (Movimiento de Reconciliación, cceeu, 2000-
2010, p. 69), no generó ningún impacto en la tropa, de ahí que du-
rante ese año se cometiera 934 ejecuciones extrajudiciales, y desde 
ese instante hasta 2010 se ejecutaron 1.431 personas haciéndolas 
pasar como terroristas —cifra producto de la relación muertos en 
combate reportados e investigaciones de la Fiscalía General de la 
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Nación—. El aliciente para las ejecuciones extrajudiciales no era 
únicamente las recompensas en el ámbito interno, sino que exis-
tía la necesidad de mostrar resultados al gobierno norteamericano 
para no perder la ayuda de este Estado, el cual medía la efectividad 
de las fuerzas militares por el número de bajas al enemigo. Un alto 
oficial del Ejército colombiano expresaba, alrededor de los reportes 
que le debían presentar a los asesores norteamericanos: 

Resulta que estamos matando –sí guerrilleros–, por supuesto, pero 

también estamos matando inocentes para mostrarle lo efectivo que 

era su apoyo. Yo llegaba a los cuadros de las salas de guerra y en-

contraba bajas de combate, muertos en combate...Y si a mi me ci-

taba un gringo, ‘¿cómo va la guerra?’ ‘Bien, 20 bajas, 3 bajas.’ Yo le 

mostraba todo bueno porque estoy vendiendo mis resultados para 

que usted me diera más plata. El gringo no me pregunta, ¿Y son 

guerrilleros? ¿Oiga, son milicianos? ¿Oiga, son civiles? El gringo 

no sabe, el gringo necesita saber que lo que él está invirtiendo es 

exitoso (Movimiento de Reconciliación, cceeu, 2000-2010, p. 73).

El Movimiento de Reconciliación (for) y la Coordinación Colombia-
Europa-Estados Unidos (cceeu) al cuestionarse respecto a la razón 
por la cual cayeron tan dramáticamente los números de ejecuciones 
después del 2007, estableció que fueron vitales diversas presiones 
—desde la sociedad civil, los defensores de derechos humanos, ac-
tores internacionales, especialmente la oacnudh, y finalmente la 
voluntad de algunos civiles dentro del gobierno de Uribe al preocu-
parse por esas prácticas dentro del ejército— para generar dentro 
de las Fuerzas Armadas un ambiente propicio para disminuir las 
ejecuciones extrajudiciales (Movimiento de Reconciliación, cceeu, 
2000-2010, p. 93).

Con el propósito de contribuir con elementos que le permita al 
lector construir su propia respuesta al interrogante sobre ¿cuántos 
asesinatos se hubiesen podido evitar al contrarrestar la estrategia de 
las Fuerzas Armadas para posicionar la política de seguridad demo-
crática en campos de batalla ficticios?, se presentan a continuación 
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los principales eventos del periodo 2002–2010, tiempo en el cual las 
ejecuciones extrajudiciales alcanzaron cifras desorbitantes.

Año 2002

•	 Inicio del periodo de la política de defensa y seguridad 
democrática.

•	 Directiva del gobierno de los Estados Unidos, George W. 
Bush, ampliando la misión de Estados Unidos en Colombia 
incluyendo operaciones dirigidas a organizaciones terroristas. 

•	 Fortalecimiento la Red de cooperantes de las Fuerzas 
Armadas.

•	 Promulgación del Decreto 1837 de 2002. Declaración del 
Estado de Excepción en todo el territorio nacional.

•	 Promulgación del Decreto 2002 de 2002. Adopción de medidas 
“para el control del orden público” y definición de territorios 
bajo control militar “zonas de rehabilitación y consolidación”.

•	 Subordinación de las autoridades civiles a los comandan-
tes militares en los asuntos de orden público en zonas bajo 
control militar.

•	 Promulgación Ley 782 de 2002. Creación del Fondo Nacional 
de Seguridad y convivencia ciudadana para operaciones de 
redes de inteligencia y recompensas a desmovilizados que 
colaboraran con la justicia. 

Año 2003

•	 Promulgación del Decreto 128 de 2003 estableciendo bonifi-
caciones por colaboración y recompensas a desmovilizados 
que colaboraran con la justicia.



Ejecuciones extrajudiciales en Colombia, 2002-2010

100

•	 Información del Alto Comisionado de las Naciones Unidas 
para los Derechos Humanos en Colombia y otras organi-
zaciones sobre aumento de casos de ejecuciones extrajudi-
ciales por parte de las Fuerzas Militares. 

•	 Señalamiento del gobierno nacional a los defensores de de-
rechos humanos como politiqueros al servicio del terroris-
mo por denuncias de violación a los derechos humanos y 
ejecuciones extrajudiciales.

•	 Aprobación Acto Legislativo Nro. 2 de 2003, Estatuto 
Antiterrorista.

•	 Suscripción del Estado colombiano al Estatuto de Roma, 
Corte Penal Internacional en relación de crímenes de geno-
cidio y de lesa humanidad. 

•	 Firma del acuerdo de Santa Fe de Ralito para el proceso de 
desmovilización de las Autodefensas.

Año 2004

•	 Continuación de denuncias ante Fuerzas Militares por eje-
cuciones extrajudiciales.

•	 Informe de inteligencia de ee.uu analizando el fenómeno 
del aumento de ejecuciones extrajudiciales por parte de las 
Fuerzas Armadas. 

•	 Promulgación Decreto 2767 de 2004 reforzando bonificacio-
nes y recompensas.

•	 Declaración de la Corte Constitucional de inconstitu-
cionalidad del Acto Legislativo Nro. 2 de 2003, Estatuto 
Antiterrorista.
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•	 Formalización de la subordinación de las autoridades civi-
les a las autoridades militares en zonas de intenso conflicto 
armado, Centros de Coordinación de Acción Integral. 14 en-
tidades estatales y 20 de enlace bajo control del Ministerio 
de Defensa y mandos del Ejército en cada región.

Año 2005

•	 Promulgación de la Directiva 029 de noviembre de 2005 del 
Ministerio de Defensa Nacional. Instauración política de 
recompensas para comandantes y soldados como incentivo. 

•	 Denuncia de casos de ejecuciones extrajudiciales por la 
Oficina del Alto comisionado de Naciones Unidas

Año 2006

•	 Política de consolidación de defensa y seguridad democrática.

•	 Reforma constitucional y reelección presidencial.

•	 Promulgación del Decreto 1400 del 2006 por el cual se crea la 
bonificación por operaciones de importancia nacional, Boina.

Año 2007

•	 Reuniones mensuales del Ministerio de Defensa Nacional, 
Comité Internacional de la Cruz Roja, comandantes y fun-
cionarios de alto rango militar. Presentación de denuncias 
de ejecuciones extrajudiciales. 

•	 Reunión de Comandantes de la Séptima División del Ejército 
con la cicr donde se llamó la atención sobre una cantidad 
de casos de falsos positivos. 
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•	 Promulgación del gobierno de la seguridad democrática del 
“impuesto a la riqueza” para financiar la guerra.

•	 Estrategia de Fortalecimiento de la Democracia y el 
Desarrollo Social 

•	 Desaparición de 16 jóvenes municipio de Soacha–
Cundinamarca (diciembre 2007 – agosto 2008).

•	 Promulgación Directiva Ministerial del 6 de junio de 2007 
dando instrucciones sobre prevención de homicidios en per-
sona protegida 

Año 2008

•	 Presentación de 16 jóvenes muertos en combate, en diferen-
tes enfrentamientos y diferentes lugares de la jurisdicción de 
la Segunda División del Ejército Nacional. Los jóvenes se 
encontraban a 700 kilómetros del lugar de residencia, mu-
nicipio de Soacha.

•	 Primer caso conocido por la opinión pública de falsos po-
sitivos: jóvenes de Soacha.

•	 Reunión Fiscalía General de la Nación y Comandante del 
Ejército sobre información de falsos positivos.

•	 Orden a las brigadas y batallones de la Séptima División del 
Ejército y Decimoséptima brigada de incinerar copias de la 
directiva que otorgaba premios por mayor número de bajas.

•	 Purga en el Ejército Nacional. Retirados 27 militares por las 
ejecuciones extrajudiciales. Ninguno fue vinculado a inves-
tigaciones penales. 

•	 Promulgación del Decreto 1058 de 2008 recompensas.
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Año 2009

•	 Misión onu – Relator Especial sobre las Ejecuciones 
Extrajudiciales. 

•	 Llamamiento del gobierno nacional para “no dejarse con-
fundir con el falso discurso de la paz”.

•	 Entra en vigencia del Estatuto de Roma crímenes de guerra. 

Año 2010

•	 Informe ante el Consejo de Derechos Humanos destacando 
pruebas documentales indicando que los casos de falsos po-
sitivos comenzaron a ocurrir con una frecuencia alarmante 
en todo el territorio del país a partir del 2004. 

•	 Corte constitucional bloquea una segunda reelección 
presidencial.

•	 Terminación del periodo de la política de consolidación de 
defensa y seguridad democrática.

•	 Balance política de seguridad democrática: 40.000 captu-
ras, 17.000 desmovilizaciones, 16.000 muertos en combate.
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